Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 31minutos.) 


-Buenas tardes. Estamos recibiendo a la Asociación de Docentes de la Universidad de la 
República (ADUR), que hoy está representada por la señora Rita Soria y por los señores Pablo 
Monzón y Alejandro Bielli, a quienes informamos que disponen de 15 minutos para hacer la 
presentación. Les aclaro que todos los señores Senadores tienen en su poder el material que nos 
repartieron. 


SEÑOR MONZÓN.- Mi nombre es Pablo Monzón y soy integrante de la Comisión Ejecutiva de la 
Asociación de Docentes. También están presentes la señora Rita Soria -que también integra la 
Comisión Ejecutiva- y Alejandro Bielli, que es delegado docente del Consejo Directivo Central. Les 
agradecemos por recibirnos. 


En este breve espacio queremos hacer una presentación en paralelo a lo que va a ser la 
exposición de la Universidad de la República cuando sea recibida en la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda. Queremos subrayar algunos puntos que desde nuestra perspectiva docente 
nos parecen importantes. 


En el documento que les acercamos se hace una presentación de lo que sucedió en la 
Universidad en el período que abarca esta Rendición de Cuentas, que fue aprobado por la unanimidad 
del Consejo Directivo Central y que mantiene la lógica de lo ocurrido en el período presupuestal y de 
las Rendiciones de Cuentas anteriores respecto a apostar a un incremento global en el quinquenio del 
orden del 70%, que fue el incremento presupuestal que se dio en el quinquenio anterior. 


El documento contiene una especie de Rendición de Cuentas de lo que ha pasado, es decir, 
en lo que se han traducido las inversiones que se realizaron por parte del país en materia de educación 
superior. Queremos destacar cuatro puntos importantes. En primer lugar, el sostenido incremento que 
ha tenido el ingreso y egreso de profesionales que no es fruto simplemente de un crecimiento 
vegetativo. En el período que va del 2003 hasta la fecha se incrementó el ingreso en alrededor de un 
14% y el egreso en un 37% , lo que fue consecuencia directa de políticas que ha llevado adelante la 
Universidad de la República, apuntando a una mayor retención y a un mayor avance en las carreras 
del alumnado. Se han superado los 6.000 egresos en el 2012 y si sumamos los títulos de posgrado y 
de carreras cortas, podremos apreciar que la Universidad de la República ha expedido más de 8.000 
títulos. En el documento está la evolución de los promedios bienales de ingresos y egresos de la 
Universidad. 


Este crecimiento también ha sido acompañado por un fuerte desarrollo de la Universidad en el 
interior -es el segundo punto que queremos destacar- lo que es un proceso histórico en el país que 
puede tener un antecedente similar en lo que fue la instalación de las estaciones experimentales en el 
área agraria en distintos departamentos del interior. Es así que en un período de tres años y a partir de 
una fuerte apuesta al desarrollo de la Universidad en el interior, se han radicado 94 docentes en 
régimen de dedicación total. Para darles una idea, les comento que hay alrededor de 900 docentes en 
la Universidad con ese régimen, de los cuales un poco más del 10% está en el interior, lo que significa 
una apuesta a desarrollar una Universidad completa en esa zona del país, no solamente llevando 
carreras sino también llevando grupos de investigación, laboratorios y recursos humanos calificados. 
De esa forma, promovemos el desarrollo de centros universitarios de carácter único en el país. En 
Salto, por ejemplo, se está instalando el Laboratorio de Virología, que va a ser el único de su tipo en el 
país en profundizar la investigación de virus que nos afectan -particularmente el dengue- y cuestiones 
relacionadas con el instrumental de primer nivel que se precisa para la manipulación de virus. Además, 
se incluirán nuevas carreras como la Licenciatura en Ciencias Hídricas y la de Turismo, así como la 
creación de Ciclos Iniciales Optativos en distintos departamentos que son como grandes puertas de 
entrada a diferentes carreras. Si los alumnos que transitan por allí entienden pertinente ir a Montevideo 
o a otros departamentos a cursar otras carreras, pueden hacerlo. Asimismo, se han completado 


carreras más tradicionales como Veterinaria y Agronomía, que ahora se pueden cursar de principio a 
fin en algunos departamentos del interior. 


En tercer lugar, queremos destacar el continuo incremento de la producción científica no solo 
en cuanto a la cantidad sino a la calidad. Quizás ya hayan leído las noticias de la prensa que apuntan a 
divulgar el índice de calidad de investigación de los distintos países, pero si no es así les comento que 
Uruguay se encuentra entre los primeros países de Sudamérica. Estamos por encima de Brasil, 
Argentina y varios países de Centroamérica en cuanto a la calidad de publicación y no, obviamente, al 
número. La Universidad es responsable de más del 70% de la producción científica del país; lo que no 
está en ella, de pronto, lo está en Institutos como el Clemente Estable, el INIA o el Pasteur, que tienen 
una fuerte vinculación con los docentes de la Universidad que integran el sistema de formación de 
postgrado en muchas de esas áreas. 


En cuarto término, queremos destacar el nivel de ejecución presupuestal de la Universidad y, 
en particular, el Programa de Obras. Quizás los señores Senadores hayan recibido noticias de las 
distintas obras que han sido inauguradas en los últimos años, en particular las sedes de Maldonado y 
Rocha, los aularios en Paysandú y la instalación de laboratorios en Salto. En el área metropolitana de 
Montevideo se está terminando de construir la Casa de Estudios en San José y la nueva sede de la 
Facultad de Veterinaria, frente a Zona Franca. Asimismo, se inauguró el Instituto de Computación como 
obra que continúa el aulario que se realizó en el complejo de la Facultad de Ingeniería; se lanzaron las 
obras del nuevo aulario de la Facultad de Información y Comunicación, así como el espacio del área 
social frente a la Facultad de Ciencias Económicas donde era el viejo asilo, en la calle San Salvador y 
Jackson. También comenzaron las obras de lo que va a ser todo un polo de educación del área de 
salud, al costado del Hospital de Clínicas, atrás del Cudim. Son todas obras que se están construyendo 
en tiempo y forma, con niveles de ejecución presupuestal adecuado y sin sobreprecios, fruto de la 
creación de una nueva unidad ejecutora, una nueva modalidad de seguir los proyectos, inclusive a 
través de acuerdos con la Corporación Nacional para el Desarrollo cuando se entiende pertinente. 


Claro que estas cosas son fruto de la fuerte inversión que se llevó a cabo en la Universidad 
durante el quinquenio pasado. En el actual la inversión que se hizo en esta materia fue bastante menor 
y eso, en buena medida, no solo significa una desaceleración sino un estancamiento o incluso un 
retroceso. Con el dinero que recibimos hicimos fuertes apuestas a retener más alumnos y a combatir la 
deserción de los primeros años, lo que naturalmente implica tener más alumnos en segundo año. 
Entonces, además de mantener la inversión que se hizo en primero, habrá que hacer una fuerte 
inversión en segundo año para atender a todos esos alumnos. Quiere decir que si no contamos con 
ese incremento presupuestal que conlleva a un aumento en la retención de los alumnos, el esfuerzo 
que se hace para que no abandonen en primer año, prácticamente se pierde en la medida en que en 
el segundo año ya no los podemos atender. Por lo tanto, el crecimiento natural que se logra tener en el 
primer año nos hace volver a la situación anterior. 


El programa académico -punto fuerte en el desarrollo universitario- requiere también de 
inversiones porque de los distintos programas que la Universidad de la República presentó en su 
período presupuestal, el Parlamento le otorgó prácticamente toda la partida para obras y para el 
desarrollo del interior. Entonces, nos encontramos con la paradoja de que se están haciendo edificios 
muy buenos y lindos en el interior, pero no tenemos los recursos necesarios para llevar docentes y 
funcionarios no docentes a esos edificios. Y ni que hablar del mantenimiento de los edificios y las 
cuestiones cotidianas que ello conlleva. 


El programa académico es el sostén de los recursos humanos y de la actividad académica 
de la institución y no solo no ha sido contemplado a nivel del Presupuesto sino que tampoco lo fue en 
las Rendiciones de Cuentas. 


Dentro de las propuestas concretas que como docentes entendemos pertinentes y factibles 
asignar en esta Rendición de Cuentas -más allá de que en el proyecto del Poder Ejecutivo no se 
preveía ningún incremento para la Universidad de la República y de que en la Cámara de 
Representantes de ese 0% se pasó a un 3% exclusivamente para salarios- entendemos que es 
necesario un refuerzo de $ 40:000.000 en los servicios académicos para reforzar los planteles 


docentes en los años superiores de la carrera, ya sea a través de extensiones horarias o de nuevos 
docentes. 


El DT es un programa exitoso dentro de la Universidad de la República y ha permitido pasar 
de 500 a 900 docentes en régimen de dedicación total, es decir en régimen de dedicación exclusiva. 
En los últimos años hemos tenido un promedio de 60 DT por año; si bien no pretendemos mantener 
esa proporción, aspiramos a que ese número se pueda mantener. Hoy en día hay 20 docentes jóvenes 
que fueron evaluados positivamente y que no han podido acceder a la dedicación total porque los 
recursos para el programa se agotaron el mes pasado. 


Asimismo, queremos remarcar que si bien el salario general de los docentes de la Universidad 
ha tenido mejoras significativas, sigue estando muy por debajo de los salarios profesionales tanto a 
nivel privado como público. A pesar de que las comparaciones son siempre delicadas de realizar, 
incluimos una tabla comparativa entre los grados de ingreso y la dedicación horaria. Por ejemplo, si 
comparamos el salario de un maestro Grado 1 con 20 horas aulas y 10 horas extra aula con el de un 
docente universitario Grado 1, veremos que el maestro gana $ 17.000 y el docente universitario $ 
13.500. En la medida en que aumenta la calificación y la graduación, las diferencias, más o menos, se 
mantienen, pero no sucede lo mismo con el Grado 5 con dedicación total donde si bien la Universidad 
es bastante más competitiva, sigue estando por debajo de los niveles gerenciales de empresas 
públicas y ni que hablar de las privadas. 


A modo de dato referencial, cada punto de incremento salarial tiene un costo de $ 70:000.000. 
En la Cámara de Representantes ya se aprobaron tres puntos, es decir lo equivalente a $ 210:000.000. 
Nosotros entendemos que toda mejora que pueda venir también por el lado de los salarios va a ser 
significativa. Hemos confeccionado una gráfica que muestra la evolución de los salarios y el estado de 
la situación actual. 


Estamos a las órdenes para responder las preguntas que los señores Senadores deseen 
realizar. 


SEÑOR UMANSKdY.- Mi inquietud radica en saber si estos planteos fueron realizados a las autoridades 
centrales de la Universidad de la República porque, básicamente, la función del Parlamento con 
respecto a los entes de la enseñanza es asignarles partidas globales. La apertura de esas partidas la 
hacen las propias autoridades. Por lo tanto, el desglose que aquí se hace debería ser planteado en el 
Consejo Directivo Central. 


SEÑOR BIELLI.- Voy a responder la pregunta planteada. 


Eso no ha sido así en los últimos años con respecto a los aumentos que ha recibido la 
Universidad. Nosotros agradecemos que se haya destinado una cantidad de recursos muy interesante 
para el desarrollo de la Universidad en el interior y del plan de obras de mediano y largo plazo, pero 
tienen ese destino específico. Es más, la Universidad de la República no está habilitada a trasponer 
rubros de esas dotaciones a otros. Entonces, nos ocurre lo que mencionó mi compañero Pablo Monzón 
en determinado momento: empezamos a correr el riesgo de caer en niveles de ineficiencia que 
históricamente nunca tuvo la Universidad de la República porque hemos crecido mucho en el interior, 
particularmente en cuanto a edificios -o continuamos creciendo, ya que se siguen construyendo- y 
porque a esta altura tenemos dificultades para contratar nuevos docentes. 


En mi caso, doy clases en primer año de veterinaria, cada vez tengo más estudiantes y 
cuento, inclusive, con un docente menos, porque como se habilitó la carrera en el norte, de algún lado 
hay que sacar dinero para completar la carrera en Salto y Paysandú. ¿Me explico? Esto trae como 
consecuencia las dificultades que resumió mi compañero de delegación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión leerá el material que han dejado los representantes de los 
docentes de la Universidad, que presenta unas gráficas bastante claras de acuerdo con una primera 
mirada. 


La Presidencia aclara que luego también se recibirá a la Universidad de la República, para 
posteriormente realizar la discusión entre los miembros de la Comisión. 


SEÑOR BIELLI.- Quisiera hacer un comentario breve que, aunque es a título personal, supongo que 
representa el sentir de mi asociación. 


Hay distintas estrategias de cómo plantear reivindicaciones. Nosotros deliberadamente 
decidimos no hacer huelgas generales así como tampoco paros por una cantidad indeterminada de 
días, y solo detenemos nuestras actividades cuando hay una marcha o un acto en el que reclamamos 
por presupuesto. Creemos que parte de hacer docencia significa tener una actitud prudente y 
responsable con las medidas de lucha. Lo quiero destacar porque, muchas veces, cuando se habla de 
la enseñanza se alude a estrategias y a perfiles de actividad muy distintos a estos puntos. 


Me parece que es algo a tener en cuenta. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien la aclaración realizada. No hay que poner todo en una bolsa, pero 
a veces se simplifica. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Muy brevemente, quería señalar que he leído muy rápidamente el repartido que 
nos han entregado los representantes de los docentes, que tiene la virtud de ser concreto, claro y de 
decir las cosas que son necesarias y no más, para que todo el mundo lo pueda asimilar. 


Dada la calidad del documento, señora Presidenta, solicito -si es posible- que el mismo se 
incluya en la versión taquigráfica, porque de otra manera sabemos que muy pocos son los que lo 
reciben y sería bueno que todos los miembros de la Comisión, por lo menos, tuvieran la posibilidad de 
acceder a él. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quédese tranquilo, señor Senador que se adjuntará este material a la 
versión taquigráfica, a la que tienen acceso todos los legisladores. Además, como se pone en la página 
web del Parlamento, es de acceso público y universal. 


SEÑOR MONZÓN.- Con relación al tema planteado quiero agregar algo, porque quizás no quedó claro 
cuando lo mencioné la primera vez. 


Asistimos aquí como la Asociación de Docentes y como integrantes del orden docente a 
través de los órganos de Gobierno participamos en la elaboración del pedido presupuestal de la 
Universidad y de la estrategia a la que esta accedió para su pedido de Rendición de Cuentas. En ese 
sentido, la Universidad asistirá a esta Comisión y repetirá varias de las cosas que dijimos, pero será 
mucho más abundante porque además tendrá más tiempo. 


Nosotros pretendimos ser un poco más propositivos en el cierre del documento, en el sentido 
de que el pedido de Rendición de Cuentas tiene, en los distintos Programas, los pedidos que la 
Universidad considera adecuados para los mismos. Pusimos una base mínima y cuando hablamos de 
la DT, intentamos aclarar de qué estamos hablando para que ciertas cosas pasen este año y el año 
que viene en el desarrollo docente y en el desarrollo del programa académico. Nosotros entendemos 
que estos tres o cuatro puntos son prioritarios y no van en desmedro del pedido general de la 
Universidad y, por supuesto, todo esto lo hemos dicho en todos los ámbitos correspondientes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda claro el planteo. La delegación habla de un refuerzo de los servicios 
académicos a DT y, si es posible, al salario general. 


Les agradecemos la visita y en el momento en que consideremos el Inciso de la Universidad 
de la República tendremos en cuenta este documento. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Docentes de la Universidad de la 
República, PIT-CNT.) 


(Ingresan a sala los representantes del Sindicato de Artes Gráficas, PIT-CNT.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la 
bienvenida a los representantes del Sindicato de Artes Gráficas, los señores José Coronel y Manuel 
Cabrera, a quienes les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CORONEL.- Agradecemos la atención que nos brindan. 


Mi nombre es José Coronel y soy Presidente del Sindicato de Artes Gráficas y en la tarde de 
hoy venimos a plantear nuestra opinión con respecto al artículo 194 del proyecto de ley de Rendición 
de Cuentas, relativo a la cartelería del interior del país. 


La Cámara de Publicidad en la Vía Pública nos alertó del hecho de que se planteaba esta 
situación con la cartelería del interior. Más allá de que nuestros intereses son opuestos, tenemos una 
razón en común, vinculada a la cartelería en la ciudad de Montevideo, puesto que se dictó una 
reglamentación que, en nuestra opinión, hará desaparecer la cartelería y, por ende, el sector de 
trabajadores que se dedican a esta tarea. Ahora vemos que la reglamentación de este artículo 194 de 
la Rendición de Cuentas determina precios de cartelería que hacen inviable colocar este tipo de 
publicidad en el interior del país. Para nosotros este es un planteo global que tiene como objetivo hacer 
desaparecer el sector de la publicidad en la vía pública y, en consecuencia, la fuente de trabajo de 
nuestros compañeros. 


Nosotros queríamos alertar sobre este tema; no estamos en contra de los montos de las 
multas y demás y entendemos que las leyes están para cumplirlas y que quienes no lo hacen deberán 
recibir una pena. Por lo tanto, estamos de acuerdo con que de una vez por todas las empresas 
empiecen a ser penadas por incumplir las leyes. Queda claro entonces que este tema no nos 
preocupa. Hemos planteado ante las Cámaras que si tienen un problema de incumplimiento y están 
muy preocupados por las multas que eso genera, tienen que cumplir para evitar pagar ese tipo de 
multas. Por lo tanto, hay que estudiar la reglamentación. 


Esta es nuestra preocupación. Las Cámaras nos han informado que aparentemente habría 
alguna modificación, pero no la conocemos, no tenemos la menor idea de si es así o no. 


Asimismo, queremos señalar que en estos casos existe un sindicato; quizás los integrantes 
de la Comisión o del Parlamento no saben a qué sindicato puede pertenecer, pero como en el Uruguay 
tenemos el privilegio de tener una única organización sindical que es el PIT-CNT, se puede averiguar. 


Lo mismo pasó con la Intendencia. Hay reglamentaciones que afectan a los trabajadores, 
pero parece que los sindicatos -o nuestro PIT-CNT- no existen para preguntarles qué es lo que pasa o 
si hay algún problema. Nos parece que necesitamos un espacio para dar nuestra opinión. 


Insisto en que nos enteramos del tema por la Cámara de Publicidad en la Vía Pública, 
porque ellos tienen algún interés en este plano; de lo contrario no hubiésemos sabido absolutamente 
nada y la situación podría haber sido peor. 


SEÑOR CABRERA.- Buenas tardes. Mi nombre es Manuel Cabrera y soy integrante del Consejo 
Directivo del Sindicato de Artes Gráficas. 


Nosotros venimos del subgrupo de publicidad en vía pública con un buen convenio y 
creemos que esta situación afecta las relaciones laborales. Firmamos un convenio con una cláusula de 


paz laboral que está vigente hasta el año 2015. A veces las confrontaciones no nos llevan a tener la 
suficiente claridad con respecto a las propuestas que tienen que haber entre las partes; en el caso del 
Estado el papel es el de controlador y fiscalizador. Concretamente, en las relaciones laborales la 
participación democrática que tenemos es muy fuerte, porque no llegamos a una confrontación en esta 
última ronda de Consejos de Salarios con la Cámara de Publicidad en la Vía Pública y, sin embargo, en 
algunas de las empresas hay trabajadores que se ven afectados con el envío al seguro de paro. 


Además, a nivel nacional, este impuesto -no sé cuál es la modificación que está a estudio en 
Comisión- puede llegar a afectar a un número importante de trabajadores, y eso lo vemos en la capital, 
que es la vidriera principal de las empresas. El resto del país tiene carteles indicadores o publicitarios, 
y hay que señalar que para los compañeros que trabajan en campaña significa un sacrificio muy 
importante. 


Sucede lo mismo que en la rama de la estiba, que se organizan en cuadrillas y se hacen con 
las manos de los trabajadores; eso reduciría en parte los equipos que salen a trabajar por las 
empresas. 


Más allá de esto, respetamos el tema de la ley de Consejos de Salarios. 


El planteo que acabamos de realizar nos afecta en la participación del sindicato como actor y, 
además, nos estamos enterando casi sobre la hora en que se va a aprobar la Rendición de Cuentas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR UMANSKY.- Me gustaría aclarar el planteo que ustedes hacen. 


En el artículo hay tres elementos: uno de ellos es el monto del impuesto; otro, el monto de la 
multa; y, el tercero, pagar el impuesto haciendo publicidad para los organismos públicos. 


Según lo que ustedes plantean, aplicar este impuesto convertiría a la industria gráfica en 
antieconómica. ¿Sería ese el planteamiento o junto con él está el de la multa? Lo consulto porque no 
me ha quedado claro. 


SEÑOR CORONEL.- Lo que afecta a la industria es el impuesto de 800 unidades indexadas por metro 
cuadrado que se fija. Además, no está aclarado. La redacción no es muy feliz. Me estoy refiriendo al 
exartículo 190. Nosotros no conocemos la redacción actual. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a entregarles una fotocopia para que puedan leer la redacción actual 
del texto. En él se establece: “Artículo 194.- Autorízase al Poder Ejecutivo a fijar en hasta 250 Ul 
(doscientas cincuenta unidades indexadas) por metro cuadrado o fracción excedente de aviso 
publicitario el monto del impuesto previsto en el artículo 26 del Decreto - Ley N* 10.382, de 13 de 
febrero de 1943, así como a fijar hasta en 10.000 Ul (diez mil unidades indexadas) el monto de la multa 
por incumplimiento de la normativa. En caso de reincidencia, se autoriza al Poder Ejecutivo a 
establecer un recargo no menor al 25% (veinticinco por ciento) ni mayor al 100% (cien por ciento) anual 
sobre el valor de la multa aplicada. El impuesto anual se abonará en especie con destino a mensajes 
de seguridad vial y/o interés público cuyo texto y/o diseño los suministrará el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas”. A esto se refería el señor Senador Umansky. 


SEÑOR UMANSKY.- Considero que el texto mejoró bastante; la solución que les dio a ustedes la 
Cámara de Representantes mejoró bastante el proyecto de ley original del Poder Ejecutivo. Digo esto 
porque, en primer lugar, les baja el impuesto de 800 a 250 unidades indexadas y, por otro lado, no los 
obliga a pagar en efectivo, sino en trabajo. Por tanto, parecería que la Cámara de Representantes 
recogió el planteo que ustedes hicieron. 


No sé si consideran que están contemplados con esta nueva redacción. 


SEÑOR CORONEL.- Para nosotros este es un tema muy importante. 


Recién ahora tomamos conocimiento de esta situación. Esa medida podría habernos 
afectado en 800 puestos de trabajo. Es por esa razón que nos resulta muy importante desde el punto 
de vista democrático. 


El otro tema tiene que ver con el aspecto económico -estoy hablando del texto original, del 
impuesto- a nosotros los trabajadores -no estoy hablando de lo que dicen las empresas, que es otra 
cosa- nos resulta inviable. 


Reitero: los que tienen multas lo resuelven cumpliendo con sus obligaciones. Por lo tanto, 
nosotros no venimos aquí a defender el problema de las multas ni nada por el estilo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores no desean hacer más preguntas, quiero decir que, 
con relación a la propuesta que ustedes hacen y a las resoluciones de la Intendencia, como ustedes 
sabrán, estamos hablando de un organismo autónomo y, por lo tanto, nosotros no tenemos 
competencia en ese ámbito. En realidad, eso lo tendrían que plantear en la Junta Departamental. 


Con relación al primer punto, en el momento de considerar el hoy artículo 194, 
conversaremos sobre el planteo realizado. 


Les agradecemos la visita. 
SEÑOR CORONEL.- Muchas gracias a ustedes. 
(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato de Artes Gráficas, PIT-CNT.) 
(Ingresan a Sala representantes de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos recibiendo a una delegación de la Comisión Nacional Honoraria de 
la Discapacidad, integrada por la doctora María José Bagnato y la señora Nilda Rama. El material que 
nos han dejado ha sido distribuido entre los señores Senadores. 


Les damos la palabra. Disponen de quince minutos para su exposición. 
SEÑORA BAGNATO.- Buenas tardes. Gracias por recibirnos. 


Mi nombre es María José Bagnato y soy Presidenta de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad. 


Brevemente voy a plantear cuál es la solicitud que estamos haciendo. Pedimos que se 
modifique el artículo de una ley anterior que prevé la exoneración de impuestos para la importación de 
vehículos a personas con discapacidad y que se agregue, como excepción, a los vehículos que tiene la 
Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad para el transporte de personas con movilidad 
reducida. Para esto y para explicar el servicio, si me lo permiten voy a cederle la palabra a la señora 
Nilda Rama, que hace varios años que coordina este servicio. 


SEÑORA RAMA.- Mi nombre es Nilda Rama, soy la tesorera de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad y represento allí a FUAP, que es la Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de 
Personas con Discapacidad Intelectual. 


Como muy bien dijo la Presidenta, estamos solicitando que la Comisión pueda hacer una 
importación directa de vehículos automotores para personas con discapacidad -y también de otros 
elementos que faciliten el traslado de estas personas- exonerados de cargas tributarias. Nuestra 


Comisión lleva desde el año 1999 un servicio de transporte puerta a puerta para personas con 
movilidad reducida. Nosotros funcionábamos antes bajo la órbita del Ministerio de Salud Pública y 
actualmente con dependencia del Ministerio de Desarrollo Social. Desde el año 1999, que fue cuando 
iniciamos este proyecto, la compra de las camionetas la hacíamos en forma directa. Estamos hablando 
de camionetas tipo furgón a las que luego hay que hacerle las adaptaciones correspondientes, entre 
ellas, la rampa. La mayoría de los usuarios, además, son personas que hay que trasladar en silla de 
ruedas o que usan bastones canadienses. Por lo tanto, a los vehículos hay que ponerles todas las 
medidas de seguridad pertinentes ya que, por ejemplo, si se produce una frenada, en su inmensa 
mayoría, estas personas no pueden sostenerse. 


En la actualidad contamos con tres camionetas. La más antigua fue adquirida en el año 2003 
y la más nueva en el 2010. Trasladamos a personas con movilidad reducida de todo el departamento 
de Montevideo. Y, como dijo la Presidenta, si bien hay un beneficio para las personas con discapacidad 
para que puedan adquirir su vehículo, el grupo social que nosotros trasladamos son personas que no 
pueden acceder a este beneficio porque constituye una franja de usuarios de muy bajos recursos. La 
inmensa mayoría de quienes nos solicitan el servicio viven en Cerro Norte, Punta de Rieles, Manga y 
Nuevo París. No solo son zonas alejadas, sino que, además, la caminería que tienen hace que el lugar 
al que tiene que llegar la camioneta a veces resulte inaccesible, lo que también repercute en la 
carrocería y, además, las cubiertas de estos vehículos sufren un deterioro importante. Nosotros nos 
vemos obligados a mantener ese servicio porque es el único sostén que tienen estas personas con 
discapacidad. Si bien ahora hay algún transporte público urbano, a ellos, por sus dificultades, les es 
difícil acceder. Además, no hay líneas ni horarios fijos ni frecuentes, y también hemos recibido 
denuncias de que a veces no pueden acceder ni siquiera a un taxi, no solo por el costo económico, 
sino porque las sillas de ruedas no entran en muchas unidades y no siempre los taximetristas están 
dispuestos a guardarlas (O a guardar cualquier otro elemento que les facilite el traslado a estas 
personas. 


Por otra parte, quiero comentarles que este es un servicio social sin fines de lucro. Nosotros 
funcionamos con un convenio con el Hospital de Clínicas por el que trasladamos a usuarios de ese 
centro asistencial que tienen un beneficio total o parcial; cuando este beneficio es parcial, abonan $ 50. 
Y también el Ministerio de Desarrollo Social concede becas totales a estas personas luego de un 
estudio socioeconómico de sus familias. Los usuarios que no cuentan con este beneficio abonan $ 90 
cada traslado y si necesitan ir con un acompañante, porque nosotros solo contamos con choferes - 
tenemos cinco choferes y un administrativo para todo este servicio- esa persona paga $ 20. Nuestro 
servicio funciona de lunes a viernes desde las 6 hasta las 22 horas y es necesario realizar el llamado 
con 24 horas de anticipación para hacer una hoja de ruta. 


En cuanto a la demanda que tenemos, en el año 2012 realizábamos entre 40 y 50 viajes por 
día y a veces en cada uno de ellos trasladábamos entre 4 y 5 personas. Esto también depende del 
tamaño de la silla. Y en el año 2013 están solicitando traslado entre 60 y 70 personas por día. Queda 
claro que con tres camionetas nos es imposible cubrir esta demanda en todo el departamento de 
Montevideo. El año pasado hicimos un estudio de cuál sería el costo real de estos traslados, teniendo 
en cuenta las distancias que recorremos, y el resultado fue que sería de unos $ 250 por viaje. Como 
los señores Senadores comprenderán, es imposible trasladar este costo al usuario dado que, reitero, 
estamos hablando de personas de muy bajos recursos. Nosotros hacemos unos 5.000 kilómetros por 
mes, aproximadamente 56.000 kilómetros por año, y ante esta demanda cada vez mayor, nos vemos 
obligados a establecer determinadas prioridades. Por ejemplo, les damos prioridad a todas aquellas 
personas que están en tratamiento de diálisis que no puede ser interrumpido; a personas que van a 
hacerse estudios, en cualquier etapa de su vida, y a personas que van a trabajar. Realmente, nos 
angustia tener que decirle que no a una persona porque no nos dan los tiempos ni los espacios para 
trasladarla. Hoy en día las personas no se conforman con solo estar en la casa recibiendo una pensión 
por invalidez; cada vez más quieren acceder a los derechos que tienen como ciudadanos de este país. 
Vemos también, con gran satisfacción, que cada vez hay más llamados dirigidos a estas personas en 
la Administración Pública. Y para trasladarse estas personas deben tener una locomoción adecuada. 


Por todo esto, nuestra demanda apunta a poder comprar una camioneta exonerada de tributos 
y aranceles ya que, como decía, viene tipo furgón y luego nosotros tenemos que hacerle las 
adaptaciones correspondientes. Reitero que no se trata de un servicio con fines de lucro sino que 


simplemente está orientado a satisfacer una necesidad que es real, que vemos en el día a día y que 
solamente aquellos que la padecen pueden comprender en toda su dimensión. 


SEÑOR UMANSKY.- Quiero saber si ustedes disponen de rubros suficientes porque, probablemente, 
van a necesitar la camioneta y el mantenimiento que esta requiera. Es parte de los defectos de nuestra 
administración que cuando se compra un activo -en este caso una camioneta- no se prevean los rubros 
para su mantenimiento. En este sentido, sugiero que también pidan rubros para mantenimiento porque, 
evidentemente, con comprar solamente la unidad de desplazamiento no alcanza. 


SEÑORA RAMA.- Es verdad lo que manifiesta el señor Senador porque -tal como dije anteriormente- 
es necesario mantener y sostener ese servicio, porque los lugares por donde accedemos a buscar a 
las personas sería para ir en una cuatro por cuatro y no en las camionetas que nosotros tenemos. En 
realidad, nos manejamos con alguna partida del Ministerio de Economía y Finanzas y, a veces, con 
partidas especiales que nos brinda el Ministerio de Desarrollo Social como, por ejemplo, las becas para 
las personas de muy bajos recursos que no pueden acceder al transporte. 


Con respecto a las prioridades, olvidé mencionar que como trabajamos de lunes a viernes y 
no podemos cumplir con la demanda, dejamos de lado a todos aquellos ciudadanos que, al igual que 
nosotros, tienen derecho a la recreación. Sucede que como tomamos en cuenta las prioridades, 
justamente, esta necesidad de la recreación la dejamos de lado, reconociendo que son importantes 
para cualquier persona. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero saber si lo que están solicitando concretamente es que, vía de Rendición 
de Cuentas, se les exonere de todo tributo para la compra de un vehículo nuevo para la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad. 


SEÑORA RAMA..- Exacto. 


SEÑOR PRESIDENTA.- La ley habilita a hacerlo en forma personal y la demanda es que sea para la 
Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad. 


El planteo quedó claro y, a la hora de la discusión de la Rendición de Cuentas, tendremos en 
cuenta esta solicitud. 


Agradecemos la visita a la delegación. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad.) 
(Ingresan a Sala los representantes de la Fundación Gonzalo Rodríguez.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene 
el gusto de recibir a la Fundación Gonzalo Rodríguez, a la señora María Fernanda Rodríguez, a la 
técnica Rosa Gallego, a la contadora Eugenia González, a la doctora Isabel Laventure y al contador 
Rafael Ham. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Agradecemos a todos que nos hayan recibido. 


En primer lugar, quiero decir públicamente al equipo que me acompaña que si en algún 
momento me queda algo en el tintero, que me interrumpan y lo agreguen, porque el tiempo es muy 
escaso. 


Venimos a plantear una solicitud para que la Fundación sea integrada a la Ley N” 18.834, 
referida a donaciones con bienes tributarios. Si bien hemos traído copias con un resumen de todo lo 
que vamos a mencionar, quiero contar cuál es el contexto de la Fundación. 


Estoy segura -y doy fe- de que muchos de los aquí presentes conocen el trabajo que la 
Fundación “Gonchi” Rodríguez ha realizado en los últimos 13 años. Hemos estado trabajando en la 
educación, abarcando a más de quince mil niños en los primeros años hasta que se logró la ley de 
deporte obligatorio a nivel nacional. Luego nos focalizamos en algo más delicado y controversial como 
es la disminución de lesiones en los niños causadas por el tránsito. A partir de allí, hemos realizado 
diferentes actividades y acciones, poniendo a Uruguay como un programa piloto para poder conseguir 
fondos del exterior y, con esa excusa, ponerlo como un referente para la región. Por eso, con esa 
excusa bandida -por decirlo de alguna manera- todos los programas que desarrollamos pudieron ser 
implementados en Uruguay. 


En ese contexto hemos trabajado fuertemente en la capacitación de profesionales de distintas 
áreas -tanto del Estado como privados- como pediatras, estudiantes, policías, etcétera. Muchos se 
deben acordar de todos los cambios que hemos logrado como país en el tema del transporte escolar, 
en el sistema de retención infantil o en la seguridad vehicular con la nueva ley. También estamos 
capacitando a personal de las Intendencias, haciendo un duro trabajo para lograr que se aplique la 
nueva ley, viajando constantemente al interior. 


Todo este trabajo es financiado, básicamente, con fondos del exterior. Para que tengan una 
noción de la dimensión del trabajo, en los últimos cinco años -aquí está nuestro equipo, que puede dar 
fe de ello- hemos logrado invertir en Uruguay más de US$ 2:400.000, pero debemos decir que menos 
de US$ 200.000 provinieron de Uruguay. Por lo tanto, los aportes nacionales que hemos logrado son 
mínimos, menos de un 8%. Sin embargo, con mucho esfuerzo, viajando mucho y convenciendo a 
organizaciones internacionales y multilaterales, hemos logrado que el financiamiento continúe viniendo 
a Uruguay. 


El problema que tenemos ahora y que hoy nos trae acá es que cuando se aplican fondos - 
seguramente ustedes lo saben mejor que nosotros- el país local siempre tiene que dar una 
contrapartida, estilándose que sea de un 40%. En realidad, hasta el momento no hemos conseguido 
una contrapartida seria pero, con mucha charla, dedicación y convicción, siempre hemos logrado que 
los fondos sean invertidos en Uruguay. Ahora bien, el contexto internacional nos está poniendo en una 
situación muy difícil, porque nuestros fondos vienen principalmente de Europa, que está en crisis. 
Además, hay lugares como Haití o África que están reclamando mucho y a la hora de pedir fondos, 
lamentablemente -perdóneseme la expresión- competimos con ellos. En este momento estamos en un 
período de renovación de fondos -en setiembre- y los donantes están diciendo que lo que aporta 
Uruguay es poco y nada y que deberíamos hacer nuestra operativa en otros países de la región, como 
Paraguay, Bolivia o Perú. Es cierto que es tan válido luchar por los niños de cualquier región -no quiero 
que se malinterprete lo que digo- pero prefiero que todos los pilotos o programas se hagan primero en 
casa para después exportarlos. Nuestro equipo ya está trabajando con Gobiernos de Chile, Argentina, 
México y Colombia, por lo cual a nosotros, como Fundación, no nos afecta en lo más mínimo, pero sí 
entiendo que nos afecta como país si perdemos la posibilidad de que todos estos fondos continúen 
viniendo a Uruguay para seguir desarrollando investigaciones, campañas, etcétera. 


Una de las barreras que encontramos siempre a la hora de contactar empresas locales es el 
hecho de no estar integrados en esta ley. En realidad, ese es el punto final de discusión y por eso 
nosotros no conseguimos más apoyos. Para que tengan una idea, cada $ 100 que nosotros 
conseguimos localmente en Uruguay, conseguimos $ 150 extra afuera, a través de nuestras 
aplicaciones. Es decir que de $ 250, el aporte que haría el Estado a través de esta ley es mínimo, pero 
nosotros podemos potenciarlo, como lo hemos hecho, y así lo demuestran nuestros reportes contables. 
Lo que me da mucha pena es que esto se vaya para otro país. Tal vez sea un tema muy personal, pero 
mi hermano siempre se sentía muy orgulloso de que, cada vez que se subía a un podio en los mejores 
lugares del planeta, estaba la bandera uruguaya y sonaba nuestro himno. Siento a la Fundación de la 
misma manera. Y quiero destacar que ha sido premiada por las acciones que desarrolla en nuestro 
país -entre otros, por Bill Clinton, por Bloomberg de Estados Unidos y por la Familia Real de Inglaterra- 
tales como la que tiene que ver con el transporte escolar, proyecto que fue presentado en todas partes 
del mundo, en particular, en Alemania en uno de los simposios más importantes de ingeniería. Pues 
bien, todo esto hace que me sienta también muy orgullosa. 


Podría decir que llego a este ámbito prácticamente en un acto de desesperación, porque se 
me terminan los fundamentos para explicar por qué Uruguay no destina una contrapartida. 


A este punto se dirige básicamente nuestra petición a los señores Senadores. 


SEÑORA GALLEGO.- Quiero agregar que para nosotros es muy importante continuar trabajando en 
Uruguay, sobre todo, en un tema tan sensible como lo es la situación del tránsito, principal causa de 
muerte en menores de 35 años. Además, si bien los datos en cuanto a los niños no son tan alarmantes 
y preocupantes, entendemos que es en ellos donde debemos enfocarnos, protegiéndolos, sobre todo si 
pretendemos que las próximas generaciones no formen parte de esa estadística. 


Por eso, en estos primeros años de trabajo hemos apuntado a las condiciones del transporte 
escolar, a los Sistemas de Retención Infantil, no porque pensemos que eso sea lo más importante, sino 
porque la ventana estaba abierta a partir de la ley que hablaba del transporte escolar y establecía la 
posibilidad de trabajar en ese ámbito. La nueva Ley que se acaba de aprobar, N* 19.061 nos abre 
otras puertas para el abordaje de otros temas, por ejemplo, el transporte de niños en moto, situación 
muy delicada que se tiene que afrontar y trabajar de la misma manera en que se debe considerar la 
forma en que se trasladan los niños a pie a las escuelas y su interacción diaria. 


Por cierto, en lo que tiene que ver con la infraestructura escolar existen muchísimos vacíos 
legales, así como con la protección y seguridad de los niños, además de otro tema relacionado con los 
derechos humanos y con los derechos de la infancia, a los que nos tenemos que abocar. 


Estos son temas transversales, que no distinguen diferencias entre clases sociales, sino que 
afectan tanto a ricos como a pobres, tanto a la población del interior como de la capital. Es en esto 
donde estamos haciendo mayores esfuerzos, pues consideramos que efectivamente estos temas 
deben ser considerados en forma transversal y ser analizados desde diversos ámbitos. 


Tal como se ha señalado, hemos recibido un gran apoyo local proveniente de muchas 
empresas que, básicamente, hacen su aporte, a mi juicio, más desde el corazón y el involucramiento 
que de lo que puede significar un retorno efectivo y real para sí mismos y para su negocio, pues de 
hecho si hablamos de empresas hablamos de negocios. Pensamos que, en la medida en que podamos 
ofrecerles algo más que la simple capacitación para las empresas y su personal, por ejemplo, el 
otorgamiento de un beneficio tributario, nuestra posibilidad de trabajo se vería potenciada. 


También importa destacar que el nuestro no es un trabajo aislado, no trabajamos solamente 
como una ONG, sino que lo hacemos en coordinación con organismos del Estado e instituciones del 
Gobierno. Somos conscientes de que si bien este tema es muy importante, es uno entre tantos miles 
dentro de la temática del tránsito y, obviamente, no siempre se pueden abordar de la misma manera 
desde los Gobiernos Departamentales y desde el Gobierno nacional. Por eso -reitero- trabajamos 
mucho y en coordinación con las Intendencias, con la Unidad Nacional de Seguridad Vial y con las 
diferentes autoridades. Nuestra contribución no está dirigida simplemente a beneficiar a la 
organización, sino al país. La idea es seguir apoyando, poder traer expertos internacionales que nos 
dejen su conocimiento en el Uruguay y que nos ayuden a continuar salvando vidas. 


Básicamente, esa es nuestra misión. Por esta razón, hoy nos dirigimos a los señores 
Senadores para solicitarles que consideren la posibilidad de poder continuar con esta tarea. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda claro, entonces, que lo que está solicitando la Fundación Gonzalo 
Rodríguez es su inclusión en la Ley N* 18.834. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Efectivamente, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita de la delegación y les decimos que en el momento en 
que consideremos esa parte del articulado tendremos en cuenta este planteo. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Muchas gracias por habernos recibido. 


(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Gonzalo Rodríguez.) 


(Ingresan a Sala los representantes del Centro Educativo Providencia.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda tiene sumo agrado de recibir a la delegación del Centro Educativo Providencia, integrada por 
la licenciada Laura Voituret y el licenciado Luis Arocha. 


SEÑORA VOITURET.- Ante todo, muchas gracias por recibirnos. 


El Centro Educativo Providencia está ubicado en la zona del Cerro Oeste de Montevideo, 
más precisamente en el barrio Casabó. Funciona desde hace dieciocho años brindando un espacio 
socioeducativo y de promoción del aprendizaje a niños y jóvenes de la zona. Este Centro surge a partir 
de una iniciativa de un grupo de voluntarios y de padres de familias del barrio que vieron la necesidad 
de un espacio educativo para los niños de la zona. En una primera instancia fue merendero y luego fue 
creciendo y profesionalizándose hasta llegar a funcionar bajo dos programas educativos: un Club de 
Niños que atiende diariamente a ciento diez niños y niñas, y un Centro Juvenil que atiende a sesenta 
adolescentes. Quiero destacar que en el año 2004 el Club de Niños firmó un convenio con el Instituto 
del Niño y el Adolescente mediante el cual los niños asisten a contraturno de la escuela y el liceo para 
recibir apoyo pedagógico especializado y participar en diversos talleres, de forma que puedan obtener 
herramientas que en el futuro les permitan acceder a mayores oportunidades educativas y laborales. 


SEÑOR AROCHA.- Hace tres o cuatro años surgió el sueño -y, de alguna manera, también la 
necesidad- de avanzar un poco más, sobre todo en lo que hace al apoyo a la enseñanza media que 
estamos brindando, porque sentíamos que solamente con el Club de Niños y el Centro Juvenil no 
alcanzaba; llegábamos a fin de año un poco frustrados en algún sentido. Entonces, en diálogo con las 
familias, empezamos a soñar con la posibilidad de poder abrir un primer año de Ciclo Básico. 
Comenzamos a conversar con las familias y también con los adolescentes que concurrían al Centro 
Juvenil y mediante un primer apoyo de la Embajada de Japón -que aprobó un fondo a esos efectos- se 
empezó a construir y a armar un poco más ese sueño. Más adelante se trabajó con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, mediante el proyecto Obra Joven -que también fue aprobado- y se 
consiguieron diversos apoyos, de manera que hoy estamos en construcción y avanzando para poder 
encarar en el 2014 el comienzo de dos grupos de primer año, y tenemos la idea de poder abrir otros 
dos grupos de segundo año para, en el 2017, llegar a tener un Ciclo Básico. Estamos trabajando con 
las mismas familias con las que lo venimos haciendo desde hace años y pensamos acotar la población 
objetivo de ese liceo a cuatro escuelas de la zona con las que ya trabajamos, principalmente porque 
los alumnos de ese primer año van a ser sesenta y en esas cuatro escuelas hay muchísimos niños. 
Además, al tener la característica de ser gratuito, por lo que hemos hablado con los padres en las 
reuniones de sexto año de estas escuelas -en las que hemos participado- va a haber una gran 
demanda. Allí estuvimos también con los directores de los liceos Nos. 50, 70 y 11, así como con el de 
la UTU y el del N* 38, de La Teja. La propuesta fue muy bienvenida, sobre todo porque podrán 


participar por lo menos unos sesenta alumnos que no pueden llegar a los liceos Nos. 11, 38 y 50 y 
que tienen bastantes dificultades. 


El proyecto en el que estamos embarcados es el de hacer un aporte a la educación en la 
zona. Obviamente, la propuesta del liceo tiene bastante más complejidad y requiere de más recursos, 
razón por la cual salimos a buscar apoyo. 


SEÑORA VOITURET.- Me gustaría situarlos en la población objetivo con la que trabajamos, que sería 
también la de este liceo. Nosotros estamos pensando en un centro educativo con una propuesta de 
nueve años. Los seis primeros son los del Club de Niños, que es un complemento a la educación 
formal y de acompañamiento de esos niños y sus familias en el proceso educativo. Se trabaja en 
conjunto con las instituciones a las que asisten esos niños. Esta actividad ya la estamos haciendo, 
tanto con el Club de Niños como con el Centro Juvenil. Los tres años restantes tienen que ver con el 
Ciclo Básico. 


La idea es dar una respuesta más real a las problemáticas que encontramos hoy en los 
jóvenes y en las familias con las que trabajamos. No se trata de un proyecto que surge de la nada, 
tiene nombre y apellido: las necesidades que nosotros vemos que tienen los niños y los jóvenes con 
los que trabajamos y que sus familias también nos lo expresan. 


Como dije anteriormente, estamos ubicados en la zona del Cerro Oeste, en el Municipio A, 
Centro Comunal N* 17, que tiene cifras alarmantes: el 41% de población viviendo en asentamientos. 
Nosotros atendemos a este tipo de familias que tienen diferentes problemáticas a la hora de acceder a 
los servicios básicos. Otro aspecto a resaltar es que el entorno educativo de estos chicos es bastante 
bajo ya que la gran mayoría de los padres no terminó la Primaria. Nuestra propuesta educativa de 
nueve años -que va de la mano con el trabajo con las familias- incluye un mejoramiento del nivel 
educativo familiar. Todos sabemos que en la educación del niño y el adolescente influye el referente 
adulto del hogar. Por tanto, se trabaja mucho con las familias para que puedan acompañar el proceso 
educativo de sus hijos. 


SEÑOR PENADÉS.- Es muy interesante la exposición y me gustaría preguntarles lo siguiente. En la 
última parte del documento que nos repartieron se dice que necesitan $ 500.000 para la compra de 
material didáctico. ¿Esta es la cifra que ustedes quieren que la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda del Senado tome en cuenta -naturalmente, en la medida de las posibilidades- para ser 
atendida a través de subsidios y subvenciones? 


SEÑOR AROCHA.- Exactamente. 


A través de otro proyecto concursable la Embajada de Canadá nos dio la posibilidad de 
comprar mobiliario y ahora tenemos que cubrir la biblioteca, los materiales deportivos, el material 
didáctico -que tiene que ver con las TIC- para darle contenido al esqueleto. Hablando de las TIC, 
quería señalar que los voluntarios que están trabajando son estudiantes o gente que se recibió en los 
últimos años. Somos 25 personas trabajando, con un promedio de edad de unos 27 años. Además, hay 
otra cantidad de voluntarios, sobre todo en el área deportiva, tratando de dar una mirada nueva, 
diferente, a lo que ya existe. 


SEÑOR PENADÉS.- Hoy de mañana recibimos a una Fundación, que asocia a una serie de 
instituciones entre las cuales está el Centro Educativo Providencia, que solicitaba ser incorporada a 
una ley que establece determinados beneficios. Queremos dejar claro que en la medida en que 
accedamos a esa posibilidad, esto que ustedes plantean no se va a poder atender porque de acuerdo 
con los criterios que sigue la Comisión quienes reciben subsidios y subvenciones no pueden ser 
beneficiarios de la ley que establece exoneraciones tributarias a determinadas empresas. Entonces, 
me parecía importante que ustedes supieran que no van a poder estar en las dos situaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos por la exposición que han realizado y nos quedamos con 
el material recibido. En el momento de considerar los artículos correspondientes estudiaremos esta 
situación. 


SEÑORA VOITURET.- Por último, queremos invitarlos a que conozcan el Centro Educativo y el 
proyecto más de cerca. Nos encantaría que pudieran visitarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias por la invitación. 
(Se retira de Sala la delegación del Centro Educativo Providencia.) 
(Ingresa a Sala la delegación de funcionarios del Tribunal de Cuentas.) 


-Buenas tardes. La Subcomisión de Audiencias está recibiendo a representantes de los 
funcionarios del Tribunal de Cuentas, a quienes informamos que tienen 15 minutos para hacer la 
presentación. 


SEÑORA GIANOLA..- Soy abogada, Técnico |, Grado 11. 


Estamos aquí para presentar un proyecto a incluir en la Rendición de Cuentas. El Tribunal de 
Cuentas tiene la potestad, de acuerdo con el artículo 509 de la Ley N* 16.736, de transformar sus 
cargos. 


Este proyecto no lo pudimos presentar en la Comisión de Presupuesto de la Cámara de 
Representantes porque nos dio mucho trabajo elaborar una iniciativa con gasto cero, tanto para el 
organismo como para el Estado. Sabíamos que esta Rendición de Cuentas tenía prioridades 
importantes como la educación y la salud y que no podíamos generar ningún tipo de gastos. Cuando 
presentamos este proyecto a los Ministros del Tribunal de Cuentas coincidió con que ellos iban a ser 
recibidos al día siguiente por la Comisión de Presupuesto de la otra Cámara, por lo que obviamente no 
tuvieron tiempo de estudiarlo y por lo tanto no pudieron hablar en aquella oportunidad sobre este tema. 


Nuestra propuesta consiste en acogernos, a partir de los 58 años y hasta los 69 años de edad, 
a la jubilación con un retiro incentivado. En este caso, el BPS nos pagaría la jubilación y el Tribunal de 
Cuentas nos abonaría un complemento del 30% por cinco años y/o hasta los 70 años, porque hay 
funcionarios que tienen 67 o 68 años. 


Entendemos que este proyecto es muy valioso porque cuatro partes saldrían favorecidas: en 
primer lugar, los funcionarios que nos retiramos incentivados; en segundo término, la gente que tiene 
entre 35 y 57 años, que tiene muchos años de trabajo y que está estancada porque durante 16, 20, 25 
o 32 años no ha ascendido y sigue cumpliendo las mismas funciones que cuando ingresó. En 
definitiva, se trata de personas que no han tenido oportunidades y han sido subestimadas en sus 
capacidades profesionales como administrativos. 


En tercer término, podrían ingresar jóvenes, porque con el 70% que quedaría de nuestros 
cargos el Tribunal tendría la potestad, por ley, de transformar los cargos y pagar la diferencia. Por 
ejemplo, un Grado 12 puede ascender a un Grado 14, y el Tribunal solamente tendría que pagar esa 
diferencia de los dos grados; o sea que, de repente, con mi 70% puede pagar varios ascensos de 
funcionarios. Además, los jóvenes ingresarían con una preparación actualizada, por ejemplo, con 
nuevos conocimientos sobre tecnología informática. 


En cuarto lugar, el Tribunal de Cuentas podrá implementar sin costo la reestructura del 
organismo, que es de vital importancia para su modernización y actualización. 


SEÑORA OPERTTI.- En realidad, los números están presentados en el informe. Como ya se dijo, se 
estima que alrededor de 30 funcionarios se acogerían a este incentivo, lo que no llega a ser el 8% del 
total del plantel. Promediando las cifras de los créditos, esto daría la oportunidad de tomar un mayor 
número de funcionarios y de rejuvenecer el plantel, recibiendo gente recién formada, con mayores 
expectativas al haber ascensos y corrimientos en la pirámide, y estimulando así al propio personal que 
queda. Nuestra institución tiene un promedio de edad que va de los 50 a 55 años; quiere decir que se 
trata de una población bastante añosa. 


SEÑORA GIANOLA.- Estamos presentado el memorándum que está al principio de la carpeta que 
hemos entregado, y que además contiene la nota que hemos dirigido a la señora Presidenta, la 
exposición de motivos del proyecto -que va de la hoja uno a la cinco- y el articulado en las hojas siete y 
ocho. Adjuntamos el artículo 509 de la Ley N* 16.736, que da la potestad al Tribunal de transformar los 
cargos; el artículo 10 de la Ley N* 18.362, por la que también se llevaron a cabo retiros incentivados 
similares a los de este proyecto; la Ley N* 17.557 de 2002, a través de la cual, en plena crisis, se 
hicieron retiros incentivados, y las resoluciones de la Cámara de Senadores de los años 2006 y 2011. 
Es claro que el Poder Legislativo tiene su presupuesto propio, pero en Gobiernos Departamentales 
como, por ejemplo, en los de Rivera y Canelones, se está dando el incentivo con el 100%. Es evidente 
que hay que rejuvenecer la plantilla de funcionarios. 


SEÑOR AROUR.- A modo de resumen, quiero decir que este es un trabajo que llevó mucho tiempo de 
elaboración a los técnicos del Tribunal. Se hizo una recopilación normativa, se estudiaron antecedentes 
y se hicieron estudios relativos a los eventuales costos. 


El tema plantea cuatro puntos. En primer lugar, acá nadie se perjudica, sino que se beneficia 
todo el mundo. En segundo término, de acuerdo con el estudio que han hecho los técnicos contadores 
de la División Auditoría del Tribunal de Cuentas esto tiene costo cero. En tercer lugar, y esto es muy 
importante para el Tribunal, con lo que se ahorra de las remuneraciones de los funcionarios que nos 


retiraríamos por el incentivo, puede transformar cargos. Quiere decir que a costo cero puede hacer una 
reestructura de cargos que es esencial para el Tribunal y por la cual viene luchando desde hace 
muchos años. En cuarto término, podrían ingresar jóvenes técnicos o administrativos que llenarían los 
requisitos necesarios para un nuevo Tribunal del Siglo XXI. 


SEÑOR UMANSKY.- El planteo realizado por la delegación del Tribunal de Cuentas es bastante 
auspicioso en el sentido de que le permitiría a dicha institución hacer una reestructura que - 
conociéndola como la conozco- sería muy bienvenida. Por lo que se nos dice, dicha reestructura 
tendría costo cero, lo que permitiría viabilizarla. 


La única pregunta que quiero formular es si esto fue conversado con los Ministros del 
Tribunal de Cuentas y qué opinión tienen ellos al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A la pregunta realizada por el señor Senador quiero agregar cuántos son, 
aproximadamente, los funcionarios que estarían implicados. 


SEÑOR AROUR.- En primer lugar, voy a contestar la pregunta de la señora Presidenta. De acuerdo 
con los relevamientos que se han hecho, se trataría de algo más de treinta funcionarios. 


En cuanto a la pregunta del señor Senador Umansky, se ha hablado con el Presidente y con 
otros Ministros y, aparentemente, no sé si la semana que viene o la próxima el Tribunal, en régimen de 
Comisión General, tomaría resolución sobre el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa va a estudiar la propuesta y cuando venga el Tribunal de Cuentas 
se conversará también con sus representantes para luego tomar una resolución. 


Agradecemos su visita. 


SEÑORA GIANOLA.- Quiero agregar que si bien a nivel del Tribunal de Cuentas hay una mentalidad 
bastante positiva, se dice que nos vamos los más valiosos y los más antiguos, cuando en realidad 
queda gente muy valiosa que se encuentra entre los 40 y 55 años de edad y que tiene tanta 
experiencia como nosotros. 


SEÑORA DELLAPIAZZA.- Soy licenciada archivóloga y quiero agregar -tal vez fuera de contexto- que 
si el contador y compañero Adolfo Esteve estuviera entre nosotros, seguramente nos estaría apoyando 
en este momento. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación del Tribunal de Cuentas.) 


(Ingresan a Sala Funcionarios Técnicos del Escalafón B de la División Consultas del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias tiene el gusto de recibir a funcionarias 
técnicas del Escalafón B de la División Consultas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, las 
señoras Patricia Sosa, Lilián Tarela, Mónica Medeiros, Martha Fernández y María de los Ángeles 
Abelleira, a quienes cede el uso de la palabra. 


SEÑORA SOSA.- Queremos aclarar que en mayo ya asistimos a la Comisión de Legislación del 
Trabajo para hablar del tema que nos ocupa. Pero como se nos dio la oportunidad de concurrir a esta 
Comisión, queríamos explicar cuál es el problema. 


Somos seis funcionarios presupuestados, Técnicos en Relaciones Laborales, Escalafón B, 
que desarrollamos tareas en la División Consultas de la Dirección Nacional de Trabajo y, además, 
representamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en las audiencias de acuerdo voluntario que 
allí se realizan. Asesoramos a trabajadores, empresarios, abogados, contadores, y esto nos requiere 
una capacitación constante. 


Desde nuestro ingreso en el año 2001, percibíamos una remuneración equivalente al 
Escalafón C, Administrativo, a pesar de desempeñar esta tarea profesional de asesoramiento. Recién 
en enero de 2011 se regularizó esta situación, pasándonos al Escalafón B, Técnicos en Relaciones 
Laborales. En ese momento, ya veníamos realizando la tarea desde hacía por lo menos diez años. 


En julio de 2011, solicitamos ante la Dirección Nacional de Trabajo lo que en repetidas 
ocasiones las leyes de Rendición de Cuentas establecieron -por lo menos tres, a partir del año 1991- 
con respecto a los funcionarios que brindan atención al público y este tipo de asesoramiento. La 
solicitud fue rechazada por entenderse que solamente comprendía a los funcionarios que pertenecían 
al Escalafón A, sin importar -en definitiva- la tarea que realizáramos. 


Volvimos a solicitar el beneficio del 25% -era lo que pedíamos- y obviamente de nuevo se 
argumenta que no somos funcionarios del Escalafón A. Hay un tema de interpretación en cuanto a qué 
significa ser profesional. Lo cierto es que nosotros realizamos cuantitativa y cualitativamente la misma 
tarea que hacen abogados que se encuentran en el Escalafón A, pero somos Escalafón B y, por lo 
tanto, se nos niega este 25%. 


Por otra parte, en lo que más hacemos hincapié es en que hay funcionarios que ingresaron 
posteriormente -incluso contratados- y que, aunque tienen el mismo título que nosotros, de entrada, 
desde su ingreso, están percibiendo ese 25%. Entonces, no entendemos cuál es la interpretación que 
se hace. Parece haber una discriminación. Nosotros hace años que estamos desempañando la tarea. 
Primero sufrimos la demora en el reconocimiento del Escalafón B, pero luego no se nos reconoce el 
25%, que sí se les reconoce a funcionarios que entraron posteriormente y que ni siquiera son 
presupuestados sino contratados. Está bien, pero reitero: son contratados, entraron con posterioridad a 
nosotros y están cobrando ese porcentaje adicional. 


Este es básicamente el planteo que hacemos. Incluso, esto lo presentamos a nivel del 
sindicato, que lo elevó a las autoridades, quienes contestaron: “gasto cero”. En realidad, esto no incide 
en el gasto, porque esta partida se cobra cuando el funcionario ejerce estas funciones. Cuando cambia 
de lugar -como ha pasado- o se va, deja esa partida. Por tanto, lo bueno es que hay dinero disponible 
porque justamente se han ido algunos funcionarios. 


En cuanto a las calificaciones, tampoco inciden porque estas han sido buenas. 


Por eso pensamos que lo único que nos quedaba era acercarnos al Parlamento para intentar 
que se adicione algún artículo en la Rendición de Cuentas que establezca claramente que nosotros 
estamos comprendidos y así terminar con la discusión. 


SEÑOR UMANSKY.- Tienen que saber que el Estatuto del Funcionario Público que acaba de ser 
aprobado será reglamentado, de acuerdo a lo que nos informó la Oficina Nacional del Servicio Civil. 
Esto supone una recategorización del personal y pienso que quizás podrían hacer este planteo en esa 
instancia. No sé cómo se va a procesar la transición de la estructura actual a las seis categorías que 
están previstas en el Estatuto del Funcionario pero les sugiero que estén atentos a la reglamentación 
de esta nueva normativa, porque quizás puedan plantear este problema en ese marco. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría saber -disculpen mi ignorancia pero el Estado es complicado- 
qué diferencia hay entre quienes tienen este problema y los técnicos que trabajan en el Escalafón A. 


SEÑORA SOSA.- Los funcionarios que integran el escalafón A son abogados o profesionales que han 
hecho carreras de más de cuatro años de duración. Sin embargo, esto también se aplica a los que 
ingresaron después, a lo que se agrega que las tareas que realizamos son exactamente las mismas. 


No sabemos por qué se hace esta discriminación y por qué cobran esa partida algunos colegas, que 
hacen la misma tarea, y nosotros no. Si de esa partida se tratara, por ejemplo, de una prima por 
excelencia, quizás habría una razón pero en este caso, tal como está redactado el artículo, no 
entendemos por qué se hace esa diferencia. 


Nosotros hemos planteado este asunto en el área jurídica del Ministerio y lo rechazaron pero 
no sabemos si los que reciben esa partida no pasan por esa repartición o cómo han logrado que se lo 
aprueben, ya que tienen acceso a ella. En su momento, nos entrevistamos con el Subsecretario, doctor 
Loustaunau -que hace años que está en el Ministerio- quien nos dio la razón y nos impulsó a continuar 
con nuestro reclamo porque considera que nos corresponde y porque se han ido algunos funcionarios. 


Verdaderamente, ya no sabemos dónde plantear esta situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En ocasión de la comparecencia de las autoridades del Ministerio 
conversaremos sobre el tema para saber qué podemos hacer. De todos modos, nos queda claro que 
son solo seis funcionarios, que han tenido una trayectoria diferente y están siendo perjudicados en 
comparación con los que ingresaron posteriormente. 


SEÑORA SOSA.- Además, hay que tener en cuenta que estos nuevos ingresos son funcionarios 
contratados y no presupuestados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita y veremos qué podemos hacer al respecto. 


(Se retiran de Sala los Funcionarios Técnicos del Escalafón B de la División Consultas del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios Aduaneros.) 


-Recibimos y saludamos a la Asociación de Funcionarios Aduaneros representada por las 
señoras Carmen Pérez, Gabriela García y Alicia Battaglino. 


Tal como lo hacemos con todas las delegaciones, les recordamos que disponen de 15 minutos 
para hacer su presentación. 


SEÑORA GARCÍA.- Buenas tardes. 


En nuestro caso, estamos proponiendo un artículo aditivo referido al tope de las 
remuneraciones mensuales que perciben los funcionarios aduaneros, que quedaría redactado de la 
siguiente manera: “Extiéndase el tope establecido en el literal C) del artículo 166 de la Ley N* 17.296 
del 21 de febrero de 2001 a las remuneraciones que mensualmente perciben los funcionarios de la 
Dirección Nacional de Aduanas, dejándose sin efecto el régimen de topes vigente a la fecha”. 


Como fundamento, podemos decir que el tope a que hace referencia este texto que 
proponemos regiría para los funcionarios Fuppa -Funcionarios Públicos Paraduaneros- que en este 
momento se encuentran en comisión en la Aduana y cobran el sueldo de su oficina de origen más una 
compensación por parte de la Dirección Nacional de Aduanas. 


Los salarios de la mayoría de los funcionarios presupuestados están topeados y solamente el 
3% del total de la plantilla se encuentra dentro de la limitación establecida por el inciso 1? del artículo 
105 de la Ley especial N* 7, a los que se les aplica el 30% del tope del Presidente de la República de 
acuerdo con lo dispuesto por el Decreto N* 425/003, del 29 de octubre de 2003. Dichas excepciones 
son dispuestas en forma discrecional, generando inequidades entre funcionarios que con el mismo 
grado y cumpliendo las mismas tareas, perciben diferentes remuneraciones. Asimismo, funcionarios 
con diferentes grados y por ende diferentes funciones, perciben la misma remuneración - 
específicamente los grados del 8 al 16- lo que desestimula la vocación por el ascenso, ya que no existe 


diferencia entre los salarios percibidos por el personal jerárquico y los que ocupan cargos de menor 
jerarquía. 


Queremos destacar que este artículo no genera ningún costo presupuestal dado que se pide 
solo que se deje sin efecto el tope sobre lo recortado en los salarios mensuales de los funcionarios 
aduaneros. 


Es de destacar también que la cantidad de funcionarios presupuestados en este momento son 
843, que los topeados son 76 y que el monto total de los funcionarios presupuestados es de $ 59.124, 
mientras que el tope de los funcionarios Fuppa es $75.342, o sea 29 BPC, que es a lo que queremos 
llegar. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores me permiten, quisiera saber si el planteo que 
ustedes hacen refiere a la incorporación de un nuevo artículo a la Rendición de Cuentas con el texto 
que está incluido en el repartido que nos entregaron, donde se señala que, de aprobarse esta 
disposición, no tendría costo y equipararía, de algún modo, esas dos situaciones. 


SEÑORA GARCÍA.- Exactamente, señora Presidenta. Los funcionarios Fuppa -que son de otras 
oficinas, pero que están en comisión- no cobran lo mismo que nosotros, que somos funcionarios 
aduaneros y que, a veces, hacemos las mismas tareas que ellos. Reitero que cobramos un monto 
mucho menor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el mismo repartido se hace referencia al artículo 329. No sé si quieren 
desarrollarlo o si es suficiente con lo que nos dieron por escrito. 


SEÑORA GARCÍA.- El artículo 329 es independiente del que recién hablamos. Eso queda claro, ¿no 
es así? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, pero ¿qué es lo que ustedes señalan con relación a este artículo? ¿Cuál 
es la objeción? 


SEÑORA BATTAGLINO.- Lo que AFA planteó en el análisis de este artículo fueron las diferencias que 
se dan con respecto a la legislación vigente, que es reciente, y donde cambia el concepto y se amplía. 


Hasta ahora, las encomiendas postales de menos de US$ 200 eran solo de carácter particular. 
Sin embargo, aquí se va a transformar y se va a habilitar a las empresas comerciales a hacer usufructo 
de este régimen, que prevé la exoneración para todo lo que sea inferior a US$ 200. Así, pues, AFA veía 
que había una notoria diferencia en este aspecto con relación a lo que plantea la legislación vigente. 


Por otra parte, este artículo está agregado en las disposiciones finales de la Rendición de 
Cuentas, no está dentro del conjunto de artículos que agrega o que propone el Ministerio de Economía 
y Finanzas. Por lo tanto, no sabemos cuál es el origen de esta redacción. 


Por supuesto que, desde el punto de vista fiscal, esta situación implica mayores riesgos para 
la Aduana y también para los controles. Es por esta razón que lo planteamos. Es muy dificultoso el 
tema de las encomiendas postales porque genera mucha problemática para la Aduana, especialmente 
en el ejercicio de los controles. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es cierto lo que ustedes plantean con relación a este artículo. Está ubicado 
dentro en la Sección VIII, “Disposiciones varias”. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que es más restrictivo que la normativa actual. 


Si no me equivoco, la normativa actual es más amplia que este artículo. Tengo que buscar 
las normas referidas, pero si no lo votáramos, el régimen es más amplio. 


SEÑORA BATTAGLINO.- En principio creo que no porque, repito, está limitado a los despachos por 
particulares. Aquí se amplía a empresas comerciales que van a estar habilitadas para el despacho de 
encomiendas. 


Además, se agrega: “Las encomiendas comprendidas en el presente artículo no requerirán 
intervención de Despachante de Aduana”, con lo cual se agrava la situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, en resumidas cuentas, hay una propuesta de que se agregue un 
artículo que equipararía las situaciones salariales y, por otro lado, una observación sobre cómo 
funciona el régimen de encomiendas para las empresas comerciales. Yo tampoco sé por qué está en 
Disposiciones Varias, pero vamos a conversarlo en el momento en que concurra el Ministerio de 
Economía y Finanzas para hablar de su Inciso. Vamos a ver qué posición tiene la Administración con 
relación a estos dos puntos y tendremos en cuenta el repartido que ustedes han hecho y nos han 
dejado. 


Agradecemos la presencia de la delegación y lo consideraremos en el momento de la 
discusión de la Rendición de Cuentas. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios Aduaneros.) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios del Centro Nacional de 
Quemados.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda recibe 
a una delegación de la Asociación de Funcionarios del Centro Nacional de Quemados, a quienes con 
mucho gusto ofrecemos la palabra. 


SEÑORA MANSILLA.- Creo que todos los señores Senadores están al tanto de nuestros planteos, 
porque previamente enviamos una carta con una reseña al respecto. 


Nosotros funcionamos desde 1995; el Centro Nacional de Quemados es un IMAE que se 
formó por un convenio interinstitucional entre el Ministerio de Salud Pública y la Facultad de Medicina. 
El Fondo Nacional de Recursos nos entrega el dinero con el que funcionamos. Trabajamos pura y 
exclusivamente realizando ventas de servicios como IMAE, pero no tenemos un presupuesto fijo para 
funcionar. Este arancel que nos paga el Fondo Nacional de Recursos está congelado desde el año 
2011 y no es suficiente, porque no cubre el costo de la atención de un paciente quemado, que de por sí 
es muy alto. Por ese motivo se nos van juntando deudas; se va generando un déficit con el correr de 
los años. 


Como decíamos, el quemado es un paciente muy caro, pero hemos logrado una excelencia en 
su atención. Antes de que funcionara el Centro Nacional de Quemados un 90% de los pacientes con 
quemaduras de vía aérea -es decir, los que están quemados no por fuera, sino por dentro- morían. 
Incluso en la mejor institución pública o privada del país no tenían mucha posibilidad de salvarse. A 
partir de la formación del Centro, en estos 18 años pasamos de una morbimortalidad general de 
quemados de un 50% a un 10% en el día de hoy. Eso hace que hoy el Cenaque sea un lugar de 
referencia para América en general, porque funciona y tiene los resultados de cualquier centro de 
quemados del mundo. 


SEÑORA CRANCHI.- Soy integrante del gremio Afcenaque, del Centro Nacional de Quemados. 


Agradecemos que nos hayan recibido en el día de hoy para hablar sobre un problema que ya 
lleva 18 años. No es un problema que haya surgido hoy, sino que nació con el Cenaque. No vamos a 
explicar qué es el Cenaque, porque como ciudadanos uruguayos y como Senadores de la República ya 


lo deben saber: es el único centro nacional de quemados de la República Oriental del Uruguay donde 
se atienden todas las personas que tienen una quemadura -provengan de donde sea- grandes 
quemados, adultos, determinadas patologías dermatológicas, así como grandes scalps. 


El Centro Nacional de Quemados nació por un acuerdo interinstitucional con el Ministerio de 
Salud Pública, la Facultad de Medicina y el Fondo Nacional de Recursos; actúa como un IMAE, es 
decir que dicho Fondo paga por paciente quemado cuando se le da el alta y -como dijo la compañera- 
con aranceles que estaban congelados. 


Nosotros comenzamos a movilizarnos, a tratar de que se hablara del Cenaque y darnos a 
conocer, puntualmente, a partir del mes de junio, cuando se atrasó el pago de los aguinaldos. Esta no 
fue la única vez que se presentó esta situación, sino que siempre ha pasado lo mismo, porque cuando 
hay problemas en el Cenaque y vamos a reclamar, nos dicen: “Lo que pasa es que el Fondo no nos dio 
los recursos; lo que pasa es que no hay a quién pedirle; lo que pasa es que como el Cenaque no tiene 
personería jurídica tampoco puede pedir un préstamo para pagar”. Entonces, no pertenecemos a nadie 
y eso es utilizado como una excusa; nunca podemos protestar porque no hay dinero debido a que el 
Fondo Nacional de Recursos no paga y el Cenaque no tiene recursos fijos a pesar de que los precisa 
para funcionar. 


En estos dieciocho años -con su mayoría de edad- el Cenaque ha demostrado que es 
necesario, que es eficiente, que cumple cabalmente con su cometido, que es único. En un principio 
había otro centro de quemados en una institución privada, pero dejó de funcionar porque no era 
redituable y porque no estaban capacitados para atender al paciente como corresponde. En el 
Cenaque constantemente se está formando la gente, tanto los médicos como el personal no médico. 


¿Qué es lo que le falta al Cenaque? Una forma jurídica; en realidad, no sabemos cuál es la 
más adecuada porque nosotros no manejamos las leyes y por eso venimos acá a pedirles ayuda a 
ustedes. En este lugar se aprueban las leyes del país y supongo que entre todos podrán conseguir 
darle una forma al Cenaque para que tenga el presupuesto que necesita. Nosotros somos enfermeros, 
sabemos atender a los pacientes, sabemos salvar vidas, pero no sabemos nada de leyes y venimos en 
busca de ayuda porque no sabemos cómo vamos a salir de esta situación. Ya hemos enfrentado 
infinidad de situaciones en las que no nos han pagado sueldos, en las que nos han quedado debiendo 
salarios vacacionales; hemos sido objeto de múltiples impuntualidades y no queremos que esto se siga 
produciendo. 


Nosotros pertenecemos a la salud privada por un decreto del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social del 2005. Desde 1995 a esa fecha no éramos nada; según los reclamos que 
hiciéramos, éramos privados o públicos, porque no estaba definida nuestra situación como 
trabajadores. Ahora sí está definida, somos de la salud privada y ahí queremos permanecer. Lo que 
tenemos claro es que queremos seguir perteneciendo a la salud privada, que no queremos perder 
puestos de trabajo ni salario, por supuesto; al contrario, queremos que nuestros salarios aumenten, 
como todos los trabajadores. 


A raíz de toda esta movilización que hemos hecho, creemos -quizás seamos arrogantes al 
creerlo- que se ha empezado a hablar del Cenaque y a partir de un llamado que hizo la Ministra de 
Salud Pública se ha conseguido que se reunieran todos los que tienen que ver con el tema. El Fondo 
Nacional de Recursos propuso poner al día los aranceles, hacerlos retroactivos al 2011 -lo que hasta 
ahora no se ha hecho- y establecer una tarifa plana, es decir, darle un presupuesto al Cenaque. El 
problema es que eso llevaba implícito 28 despidos y rebajas salariales, y obviamente nosotros no 
estamos en absoluto de acuerdo con eso. Además, contamos con el apoyo del doctor Juri, que es el 
Director, que sostiene que no puede haber menos personal ni se pueden aceptar rebajas salariales. 


La excelencia que mencionaba mi compañera la tenemos porque tenemos la cantidad de 
personal necesaria y, además, no creemos que bajando el salario o el número de funcionarios se vaya 
a arreglar un problema que lleva 18 años. Nosotros creemos que ese problema está porque el 
Cenaque nació mal desde el principio. El hecho de no saber adónde se pertenece o no tener un 
referente no fue culpa de los trabajadores y, por tanto, no tenemos que seguir pagando por ello. 


Nosotros venimos acá en busca de ayuda. Ya hemos sido recibidos por la Comisión de Salud 
Pública de la Cámara de Representantes y todo el mundo nos dice que el Cenaque es excelente, que 
tiene que seguir porque es único y necesario, pero siempre caemos los trabajadores, que somos los 
que pagamos los platos rotos de todos los problemas. Eso es lo que estamos decididos a que no 
suceda y por eso buscamos la ayuda de ustedes. 


Nosotros elaboramos una especie de proyecto y si quieren se los podemos hacer llegar. Tal 
vez necesite correcciones o mejoras pero estamos abiertos a todo porque, como ya dije, no sabemos 
nada de leyes. Simplemente intentamos seguir trabajando en el Cenaque y cuando decimos eso no 
estamos pensando solamente en que queremos nuestro trabajo y nuestro sueldo, sino también en el 
paciente. Queremos que se mantenga la excelencia en el trato de los quemados y que se mejore el 
servicio, porque no hay quejas. A pesar de todo, seguimos trabajando y se nos conoce por nuestra 
labor -chica- no por salir a la calle o plantear problemas. 


En fin, hoy estamos en este ámbito, pidiendo ayuda a los señores Senadores para saber qué 
podemos hacer. 


SEÑOR UMANSKY.- De acuerdo a la exposición realizada, la situación institucional es muy ambigua. 
Leyendo el material que nos entregó la delegación que nos visita, respecto a la creación del Cenaque 
me viene a la memoria que fue el resultado de un convenio celebrado entre el Ministerio de Salud 
Pública y la Universidad de la República. Es evidente que no quedó delimitada otra cosa, más allá de 
alguna medida administrativa, por lo que no cabe duda de que se tiene que llegar a una definición. 


Ahora bien, también es obvio que como funcionarios cobran en base al financiamiento 
público. En realidad, me gustaría saber quién les paga: ¿la Universidad de la República o el Ministerio 
de Salud Pública? 


SEÑORA MANSILLA.- El Fondo Nacional de Recursos, señor Senador. 


SEÑOR UMANSKY.- Entiendo, pero está previsto que el Cenaque funcione como un instituto de alta 
especialización y es natural que los recursos provengan del Fondo Nacional de Recursos, que de 
alguna manera es el que coordina la tarea de este tipo de institutos. 


Planteo estas consideraciones con la intención de que podamos resolver el drama jurídico- 
patrimonial que tiene el Cenaque. Reconozco que es beneficioso que este Centro se rija por las 
normas del Derecho Privado en cuanto a las remuneraciones, pero para llegar a ello habría que definir 
qué tipo de institución va a ser el Cenaque. En la propuesta que nos plantean hablan de la creación de 
una persona jurídica de Derecho Público no estatal; en todo caso, esa es una alternativa, pero otra 
podría ser que el Fondo Nacional de Recursos asumiera la responsabilidad de este Centro. Es decir, 
opciones, hay varias pero hasta tanto no se resuelva esto, no se va a poder solucionar el problema. La 
lucha tendría que ser por llegar a una definición institucional del Cenaque en acuerdo con las 
instituciones que acordaron su creación, que son el Ministerio de Salud Pública y la Universidad de la 
República. 


SEÑOR MICHELINI.- No sin antes aclarar que oportunamente lo consultaremos con las autoridades 
del Ministerio de Salud Pública y teniendo en cuenta que se agota el tiempo de que disponemos para 
atender a esta delegación, quisiera saber si recientemente ha tenido lugar algún encuentro con estas 
autoridades y si les dieron su opinión. 


SEÑORA MANSILLA.- Debo aclarar que estamos trabajando conjuntamente en una Comisión con el 
Ministerio de Salud Pública, en la que se están estudiando las posibilidades que tenemos de salir de 
este vericueto. 


En realidad, tenemos muy claro lo que plantea el señor Senador Umansky: lo más importante 
es que se solucione el tema de la caracterización jurídica. Cuando se nos pregunta, nosotros 
respondemos que el Cenaque es un híbrido. ¿A quién pertenece? A los trabajadores, porque somos los 
únicos que hemos hecho algo porque siga adelante. 


Quiero agregar algo más: el Cenaque se inauguró en el Gobierno del Partido Nacional, 
después vino el Gobierno del Partido Colorado, estamos en el segundo Gobierno del Frente Amplio, 
han cambiado Directores, han cambiado las Comisiones Directivas, pero los únicos que seguimos 
adelante somos los trabajadores. Los que pagamos siempre los platos rotos, somos nosotros. 


Ahora se nos vuelve a hablar de que podría haber una posibilidad de que se nos asigne un 
presupuesto fijo, pero en ese caso tendríamos que perder 28 compañeros, que ocupan 28 puestos de 
trabajo que no se pueden perder. 


Estamos en conversaciones con el Ministerio de Salud Pública, pero sus autoridades tienen 
bien claro que, según las nuevas normativas, bajo ninguna circunstancia podemos permanecer en su 
órbita. Lo descartan y, en realidad, hablaron de la posibilidad de que pasáramos a un nuevo piso en el 
Banco de Seguros del Estado, también se habló del Banco de Previsión Social, en fin, mil ideas, pero 
es clarísimo que no podemos pertenecer al Ministerio de Salud Pública. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera señalar que hace mucho estoy trabajando por lograr definir la 
institucionalidad del Cenaque. He estudiado mucho el tema y siempre aparece un impedimento porque 
en realidad fue mal parido desde el punto de vista jurídico, si se me permite la expresión. Incluso, 
trabajé con el doctor Tonto y con las autoridades de la Facultad de Medicina a efectos de ver si 
podríamos encontrar alguna salida a un problema que lo analizamos desde varios puntos de vista. 
Entonces, más allá de que el proyecto que han elaborado se pueda afinar desde el punto de vista 
jurídico, sería muy interesante que nos lo hicieran llegar, para poder tener un punto de partida 
basándonos en la óptica de quienes están en el lugar de los hechos. Está claro que no podemos 
prescindir de este Centro porque es el único en todo el país y, además, sé que trabaja muy bien con el 
Instituto Nacional de Donación y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos en los casos de trasplantes 
de piel y con ciertos acuerdos dentro del Mercosur. 


En definitiva, es una lástima que esto esté en el limbo, pero lo más conveniente sería que nos 
enviaran el proyecto para ver qué podemos hacer o qué camino podemos tomar a los efectos de 
encontrar una salida para el Centro y también para sus funcionarios. 


SEÑORA MANSILLA.- Este proyecto, que ya lleva mucho tiempo, se lo enviamos a la doctora Bárbara 
Zapater con la finalidad de que se lo hiciera llegar a los integrantes de la Comisión, y quedamos a la 
espera de una respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, vamos a repartirlo a los señores Senadores para poder estudiarlo, 
porque siempre tenemos que partir de alguna propuesta concreta. 


SEÑORA PANFICIE.- Soy la persona que se encarga de la liquidación de los sueldos y siempre 
estamos penando por la falta de dinero. En este momento el Fondo nos dice que no nos va a dar la 
plata y todos los meses estamos sufriendo porque nos la retacea. Esta situación la vivimos 
continuamente y no sabemos qué hacer. Disculpen por el planteamiento, pero ¿se podrá llegar a una 
medida intermedia que nos asegure la asistencia hasta encontrar una solución definitiva? Nos urge que 
se resuelva la situación, y sabemos que el aspecto jurídico lleva su tiempo. 


SEÑOR MICHELINI.- Tenemos que pensarlo un poco. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En este momento no podemos dar una respuesta, pero la Comisión puede 
trabajar en torno al tema, probablemente en las dos instancias, porque lo jurídico tiene sus 
inconvenientes. De todos modos, vamos a agendarlo como uno de los puntos a considerar en la 
Rendición de Cuentas para ver cómo podemos avanzar. 


SEÑORA SANTA CRUZ.- Sabemos que la recuperación del paciente del Centro Nacional de 
Quemados cuesta cara y siempre se nos dice que hay que gastar menos. El hecho es que no se puede 
gastar menos con los pacientes quemados porque, por ejemplo, solamente para curarlos lleva entre 
tres y cuatro horas, entonces, hay que pensar en todo el material que se usa y en el costo por hora que 
le insume a la persona que está trabajando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso lo tenemos muy claro, así como también sabemos la importancia de la 
labor que hacen y la dedicación de ustedes. 


Les agradecemos la presentación y haremos lo que esté a nuestro alcance. 
SEÑORA MANSILLA.- Por el contrario, las agradecidas somos nosotras. 
(Se retira de Sala la delegación del Centro Nacional de Quemados.) 


(Ingresan a sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Servicio Exterior del 
Uruguay.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda da la bienvenida a los representantes de la Asociación de Funcionarios del Servicio Exterior 
del Uruguay, señores Embajadores Jorge Jure y Luis Bermúdez y la secretaria Daniela Suárez, a 
quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR JURE.- Muchas gracias por recibirnos. 


Venimos en nombre de la Asociación de Funcionarios -de carrera- del Servicio Exterior del 
Uruguay para expresar lo siguiente. 


En primer lugar, teníamos una preocupación con respecto a los artículos 154 y 155 del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas enviado por el Poder Ejecutivo al Parlamento, que modificaba 
la Ley N* 12.802, relativa al régimen de mudanzas y traslados de los efectos personales de los 
funcionarios del Servicio Exterior que, como comprenderán, es un tema de primordial importancia para 
nuestra carrera, por el régimen de rotación de los funcionarios entre el exterior y el Uruguay. Con 
relación a este tema hubo conversaciones en la Cancillería entre nuestra Asociación, la Asociación de 
Funcionarios Administrativos y la Asociación de Funcionarios Profesionales, con las autoridades del 
Ministerio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe señor Embajador. Tengo información de que la Cámara de 
Representantes suprimió esos dos artículos. 


SEÑOR JURE.- Exactamente fue así. Nosotros habíamos enviado una nota a ambas Cámaras donde 
expresábamos nuestra preocupación al respecto, pero luego fueron retirados del proyecto de ley. 


Entonces, si los señores Senadores lo consideran conveniente, podríamos continuar con los 
artículos 157 y 158. El Embajador Bermúdez va a referirse al artículo 157 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Antes de comenzar, quiero agradecerles por habernos recibido. 


El artículo 157 del proyecto de ley elimina el límite de edad para el ingreso al escalafón del 
Servicio Exterior, que actualmente está fijado en 35 años. A nivel internacional, generalmente las 
carreras diplomáticas están organizadas de modo de acompasar las responsabilidades funcionales del 
diplomático con su edad biológica. De esta forma, así como un joven funcionario, de 28 o 30 años, es 
un Secretario de Tercera o de Segunda -de acuerdo con la escala jerárquica- y no asume grandes 
responsabilidades en cuanto a las decisiones a tomar en una misión diplomática, tampoco parece muy 
acertado que personas de 40, 50 o hasta 60 años -teniendo en cuenta que el tope de la edad de retiro 
en el escalafón son 70 años- haga tareas más bien de apoyo en una embajada, como la preparación 
de una valija diplomática o ir al aeropuerto a recibir personalidades. Creemos que debería guardarse 
una cierta congruencia y acompasar las responsabilidades con la jerarquía y la edad biológica del 
funcionario. Por lo tanto, nuestra Asociación no comparte la eliminación del límite de edad de 35 años 
para el ingreso al servicio exterior. Algunas personas pueden sostener que fijar un límite de edad 


genera cierta discriminación; sin embargo, no es tan así si lo interpretamos junto con el principio de 
razonabilidad que fue a lo que me referí hace algunos minutos. 


Este sería, en resumen, el objeto material de esta modificación que no compartimos. 


Desde el punto de vista formal entendemos que una disposición que alcanza una norma 
estatutaria bastante importante para los funcionarios de carrera del Servicio Exterior merece ser tratado 
en una ley que organice un nuevo estatuto o introduzca modificaciones al estatuto vigente, y no que 
forme parte de una Ley de Rendición de Cuentas que ordena, organiza o entiende en materia 
eminentemente presupuestal. Este es un tema que realmente excede lo presupuestal y la Rendición de 
Cuentas, por la especificidad del estatuto diplomático en el Uruguay. Además entendemos que 
formalmente tampoco encaja en la filosofía o el espíritu de la Rendición de Cuentas. Entonces, por la 
importancia que le asignamos al asunto, entendemos que podría tener un tratamiento posterior. 


SEÑORA PRESIDENTA.- También señalan algo con relación al artículo 158. 
SEÑOR JURE.- Así es, señora Presidenta. 


El artículo 158 refiere al régimen de ascensos en la Cancillería. Al igual que con relación al 
artículo anterior, nos parece más apropiado que se discuta este artículo y el régimen de ascenso dentro 
de la Cancillería y con la Asociación de Funcionarios. Afuseu, que es la Asociación que nuclea a más 
del 90% de los funcionarios diplomáticos uruguayos y que nosotros estamos representando en la tarde 
de hoy, hace pocos años propuso y aceptó un régimen de ascensos por estricto concurso de oposición 
y méritos. Justamente hoy se acaba el proceso de concurso en el Ministerio. 


Este proyecto de ley plantea una excepción al ascenso por concurso, que ya existía en la ley 
y, por lo tanto, lo que se hace es volver a reformularla. Nuestra Asociación -y es el mensaje que 
queremos hacerles llegar- no ha tomado una posición específica sobre este cambio, y nos gustaría 
discutirlo más. La Asociación de Funcionarios de Carrera del Servicio Exterior siempre ha defendido el 
hecho de que los ascensos reflejen los méritos de los funcionarios y limiten al máximo la 
discrecionalidad. Por eso, si bien la Asociación no llegó a adoptar una posición frente a la modificación 
propuesta, nos gustaría volver a estudiarla para tener una posición sobre este punto que consideramos 
muy importante. La trayectoria de nuestra Asociación se ha basado, justamente, en delimitar la 
discrecionalidad en los ingresos y en los ascensos, y esto puede llegar a ser una excepción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está claro, entonces, que se eliminaron los artículos 154 y 155, quedando 
fuera de la discusión de esta Cámara. Se consultará al Ministerio de Relaciones Exteriores sobre el 
tema del tope y acerca del artículo 158, a fin de tener una idea cabal de ambas partes, y de conocer las 
razones que tuvo el Poder Ejecutivo para enviar ese mensaje. Asimismo, se tendrá en cuenta el 
material que se nos han hecho llegar. 


Agradecemos su visita. 
SEÑOR JURE.- Muchas gracias por recibirnos. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Servicio Exterior del 
Uruguay.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Orquesta Sinfónica del Sodre.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Cámara de Presupuesto integrada con 
Hacienda da la bienvenida a la delegación de la Orquesta Sinfónica del Sodre, integrada por los 
profesores Fernando Sánchez y Raúl Saavedra. 


SEÑOR SAAVEDRA.- Es un honor para nosotros ser recibidos por la Comisión y tener la posibilidad 
de trasmitir a los señores Senadores nuestra preocupación sobre la situación del Sodre. 


En distintas oportunidades hemos venido a esta Casa en ocasión de tratarse la Rendición de 
Cuentas, a efectos de buscar una solución para nuestros menguados salarios. En la última Rendición 
de Cuentas se resolvió, por parte del Poder Legislativo, la creación de un fideicomiso, que sería una 
solución para nosotros. Hoy nos presentamos aquí -como lo hicimos en la Cámara de Representantes- 
para decir que en lo que respecta a los cuerpos estables y, en particular, a la Ossodre, dicho 
fideicomiso no significa solución alguna. Reitero: para nosotros no lo es. 


Existe una gran desproporción entre los salarios que nosotros recibimos y lo que se gasta en 
fideicomiso por salarios y otras cosas. En la carpeta que hemos entregado se pueden apreciar que los 
salarios, por ejemplo, de los administrativos, secretarios y cargos intermedios del Auditorio Nacional 
Adela Reta, superan ampliamente el sueldo del concertino -quien vendría a ser nuestro capataz 
general- que es el salario más alto de la Orquesta. Es desde ese punto de vista que queremos encarar 
nuestro planteo. 


Lamentablemente, muchas veces se han producido desentendimientos con el ballet y se han 
suspendido funciones en las que tendríamos que haber participado. También se nos ha querido 
sustituir con la Orquesta Juvenil del Sodre “José Artigas”, que está cumpliendo una tarea importante, 
pero no da para sustituir la nuestra. 


Estoy tratando el tema a grandes rasgos -porque solo disponemos de quince minutos, 
aunque podemos ampliar si nos dejan hablar un poquito más- tratando de ajustar un poco nuestra 
presencia aquí para que se nos entienda por qué porfiadamente venimos al Parlamento a intentar 
lograr que se mejoren las condiciones de la Orquesta y también, por supuesto, la del resto de los 
cuerpos estables, que no es ajena a nosotros, porque muchas veces trabajamos en conjunto. 


La Orquesta del Sodre es una de las más viejas de Latinoamérica; es una de las primeras 
orquestas sinfónicas estatales de América Latina, pero también es la que tiene el peor salario. Esto lo 
puedo afirmar. Los señores Senadores podrán comprobar que con orquestas importantes como la del 
Teatro Colón de Buenos Aires, la de San Pablo o la de Puerto Alegre, con cualquiera de ellas, tenemos 
una diferencia muy grande en los sueldos. 


Si comparáramos cuánto ganan los funcionarios de los teatros en que trabajan esas 
orquestas, con cargos similares a los que hay en el Sodre, nos sorprenderemos muchísimo porque el 
salario de la Orquesta no está tan alejado de lo que gana el Gerente General de la sala. No hay ocho 
sueldos de diferencia como sucede acá. Es algo que quiero resaltarlo porque es lo que a nosotros más 
nos golpea. 


Estuvimos muchos años deambulando en distintos teatros y en malas condiciones por todo lo 
que pasó -como se sabe- desde el incendio del Sodre para adelante. Estuvimos deambulando pero 
teníamos la esperanza de que el teatro nuevo hiciera que los Cuerpos estables tuvieran otro carácter. 
Eso no sucedió. 


Sí pasa mucho dinero por el teatro y por ese fideicomiso. Un cargo de Dirección, que es más o 
menos ocho veces nuestro salario, se ubica en US$ 8.000, pero en realidad supone US$ 11.000 
mensuales al Sodre, porque hay que pagarle al fiduciario, al que se encarga del trabajo del fideicomiso 
-esa comisión del 3%- más todos los gastos de jubilación, de licencia, de aguinaldo sobre esa plata. 
Entonces, para un lado hay mucha plata y para lo otro no. Estamos sumergidos en un pantano y no 
salimos de ahí. 


Esa es nuestra mayor preocupación. 


Si la Comisión nos da un minuto más, podríamos hablar de otras cosas que tendrían que estar 
sucediendo. Estamos también dispuestos a responder consultas. 


En la carpeta que entregamos -como lo hicimos en la Cámara de Representantes- contamos 
otra historia, hablamos de otro salario y de otra categoría, por lo menos más cercana a lo que tendría 
que ser la realidad. 


Si se sugiriera -como se nos quiere decir- que nuestro trabajo es full time, nosotros decimos 
que eso es otra cosa. 


Ingresé en el año 1978 como músico extra y gané el concurso en el año 1985. En los sesenta 
se produjo una equiparación de sueldo a la de un legislador, pero eso quedó en el olvido. Cuando yo 
ingresé a la orquesta eso ya no existía. De ahí para acá estamos en ese proceso. Hay que tener en 
cuenta que nosotros trabajamos en otros lugares; si no lo hiciéramos tendríamos que subir a los 
ómnibus a vender estampitas, porque lo que nos paga el Sodre no nos da para mantener los 
instrumentos y todo lo que supone el desarrollo de una actividad profesional. ¿Me explico? Ese es el 
tema. 


Para que un músico pueda llegar a una Orquesta previamente debe pasar ocho o diez años 
en un conservatorio, hacer cursos, viajar a Buenos Aires y otra cantidad de cosas más porque tiene 
que lograr el nivel que exigen los maestros que llegan a la Orquesta. Eso lo tenemos y pueden 
preguntárselo al señor Lalo que está sacando buen resultado de la orquesta. Sin embargo, de lo otro 
no se puede ni hablar. Incluso, ahora se superpone la actividad de las distintas orquestas. Mi 
compañero también trabaja en la Banda y yo en la Orquesta Filarmónica y siempre se adecuaron las 
actividades para que los músicos pudiéramos, digamos, revolvernos en las dos cosas. En este 
momento los distintos organismos, en lugar de compaginar la actividad, la suman; entonces, “vamos al 
muere” porque no puedo tocar el trombón en dos lados a la vez. 


Tal como dije a la nueva Presidenta, si se quiere discutir esto, pongamos la base sobre la 
que lo vamos a hacer. En lo personal, no tengo problema de hacerlo y ojalá pudiera pasar mis últimos 
años de músico profesional dedicándome a una sola orquesta porque voy a estar mucho más cómodo 
y voy a rendir mucho más, pero no lo puedo hacer con el peor salario. Este es el problema. 


En la Cámara de Representantes se planteó una propuesta que nos hizo el señor Ministro. 
De los $ 9:000.000 que se destinaban al SODRE, se propuso fraccionar esa cifra y destinar $ 
2:000.000 a la conservación de nuestros instrumentos. El 75% o el 80% de los instrumentos son de 
nuestra propiedad. En ninguna otra dependencia del Estado los funcionarios se llevan las 
computadoras o la máquina de escribir; van y trabajan. Sin embargo, nosotros tenemos que aportar los 
instrumentos que son muy caros y que sufren deterioro. Decía que el señor Ministro, con buena 
intención, propone destinar $ 2:000.000 para la conservación de los instrumentos. Cuando esto pasó 
por la Cámara de Representantes sabemos que surgió la iniciativa de que estos $ 2:000.000 no 
estuvieran afectados por los descuentos ya que podía suceder que con el aumento pasáramos la 
primera franja del IRPF y termináramos haciendo un cambio de figuritas. Así, nos enteraríamos de que 
nos podrían pagar algo más pero en el momento de cobrarlo no tendríamos nada. En consecuencia, 
pedimos si al menos se puede tener algún resultado. Obviamente, desearía que no fuera el único pero 
al menos podría ser un indicio. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quisiera profundizar un poco más respecto a lo que expresaba mi compañero 
sobre las orquestas nacionales. 


Aquí el problema de fondo es que no hay un proyecto cultural real. En nuestra opinión, el 
SODRE está desarrollando su actividad en función a megaespectáculos y no a un trabajo serio que 
busque un cambio profundo de nuestra cultura. Nosotros integramos una orquesta nacional y, sin 
embargo, no hemos ido al resto del país que también nos paga nuestros sueldos; quizá ello se deba a 
la falta de interés, de coordinación o porque las personas que están al frente son incompetentes. Esto 
puedo decirlo tranquilamente. 


Ahora tenemos un nuevo director y nuestro trabajo artístico ha mejorado muchísimo porque 
es una persona de un nivel internacional aceptable y eso ayuda mucho. Pero, como decía mi 
compañero, hace tres décadas que nuestros sueldos no son objeto de un aumento real. Entonces, para 


poder mantener a una familia tenemos que tener otro trabajo; afortunadamente, quienes estamos hoy 
aquí pudimos ganar un concurso en otro organismo. Yo también trabajo en la Banda Sinfónica de 
Montevideo y mi compañero en la Filarmónica, lo que nos permite tener un sueldo decoroso. Ahora 
tenemos nuestra casa, el Auditorio Adela Reta, y se quiere aumentar la actividad pero no hay una 
coordinación y no se tiene en cuenta que el 70% o el 80% de los músicos trabajamos en dos lugares. 
En reuniones con el señor Ministro, la señora Presidenta y anteriores autoridades del Sodre venimos 
exigiendo una mesa de coordinación de las actividades, por lo menos hasta que se discuta de manera 
seria y real lo que significa, por un lado, la exclusividad -es decir, poder trabajar en un solo lugar- y, por 
otro, contar con un proyecto cultural de país, para ver qué es lo que se quiere hacer con las orquestas 
y para qué. Esto no significa que estemos en desacuerdo con muchas de las cosas que se están 
haciendo, sino que no hay una coordinación para trabajarlas. 


El señor Ministro también nos informó que existía la posibilidad de que se otorgaran 
$9:000.000; $2:000.000 para la conservación de los instrumentos y $ 7:000.000 para repartir entre los 
tres cuerpos estables: el Ballet -que no sé de qué manera sería porque tiene tres tipos de contratos: 
fideicomiso, parte del cuerpo estable anterior y otro tipo de contratación; es una situación muy 
entreverada- el Coro y la Orquesta. Si se reparten esos $7:000.000, promedialmente corresponderían 
$2:333.000 a cada Cuerpo -en el caso de que fuera la misma cantidad para cada uno- pero no es 
suficiente; es muy poco. Inclusive, adjudicamos una tabla salarial -en su momento propuesta por el 
Director Artístico y el Director de la Orquesta- con los salarios adecuados que tendría que ganar cada 
músico de la Ossodre. Además, el 50% de los músicos de la Orquesta son extras -dato no menor- y 
estamos hablando de que el último concurso fue en el 2006. Ingresé a la Ossodre por concurso de 
oposición en el año 2006 -esto es, hace siete años- y mi cargo todavía no fue homologado, es decir 
que después de cumplir con las exigencias requeridas en ese concurso todavía no formo parte de la 
orquesta. La posición de la Ossodre es que hasta tanto no se resuelvan los concursos no se van a 
hacer nuevos llamados. 


Por otra parte, quiero denunciar en este ámbito que muchos de los compañeros -por lo 
menos veinte- que están trabajando como músicos extras no hacen ningún tipo de aporte y eso se está 
dando dentro de un organismo del Estado, en nuestra Orquesta. El aporte correspondiente al sueldo 
nominal que hacemos cada uno de nosotros para pagar la mutualista o para generar el derecho a la 
jubilación en el futuro se lo dan en la mano porque no tienen cómo reglamentarlo para poder 
efectivizarlo. Esta es una realidad. Si alguno de estos compañeros se enferma, no cobra; esta es la 
situación actual y nosotros la calificamos de inaudita. 


Por lo expuesto, consideramos que $ 7:000.000 son insuficientes. Apuntamos a que además 
de esta suma -que no es solo para la orquesta- se vea la posibilidad de un aumento salarial 
relacionado con el estudio que para nosotros hizo el Director Artístico. 


SEÑOR SAAVEDRA.- El señor Sánchez señaló recién que el 22 de junio -lo recuerdo perfectamente 
porque ese día me robaron el auto en la puerta del Sodre- realizamos un acto, con mucho respeto, 
pero a nuestra manera y estaba presente el señor Ministro y también parte del Consejo Directivo. 
Cuando el público entró a la Sala repartimos los volantes que están en la carpeta que les entregamos a 
los señores Senadores y luego, cuando todo estaba pronto, cada uno fue ocupando los lugares de 
trabajo en la Orquesta según nuestra situación contractual. Entonces, de los efectivos en la Orquesta, 
quedamos 38. Nosotros fuimos los primeros en ocupar el escenario y, por supuesto, quedaban 
muchísimas sillas vacías. Luego entraron 14 compañeros más. En primer lugar lo hicieron los que 
ganaron el concurso en 2003-2004 y después los que todavía faltan nombrar, que ingresaron en 2006; 
esos 14 compañeros están en una situación diferente. 


Como la Orquesta está compuesta por 96 profesores, aún quedaba casi la mitad de las sillas 
vacías. Entonces, pasaron a ocuparlas los 44 restantes, que son músicos extras. Ellos, a su vez, tienen 
distintas categorías; hay algunos que son permanentes o tienen contrato anual, mientras que hay otros 
que tienen contrato mensual. Además, están los que mencionó el compañero Sánchez, que no están 
pagando siquiera aporte jubilatorio. Sus sueldos se pagan a través del fideicomiso y se cobran por otro 
lado, no se cobran en la ventanilla del Sodre. 


Alcanzaría solo con mencionar esas irregularidades para, más o menos, tomar el pulso de 
qué es de lo que estamos hablando y cuáles son nuestras dificultades. 


A su vez, aparte de todo eso está el resto de las cosas con las que debemos contar pero, 
lamentablemente, tenemos que estar golpeando las puertas para conseguirlas. Además, la Orquesta 
no puede funcionar sin los 14 o más de 20 músicos extras mensuales. Digo esto porque, si no están, 
va a faltar alguien que toque los platillos, el bombo o un instrumento en particular y, cuando llegue el 
momento, va a quedar un vacío. Por eso, es tan imprescindible ese músico, yo o cualquiera de los 
demás. No podemos prescindir de él porque Beethoven o cualquiera de los compositores escribieron 
una obra para tal cantidad de instrumentos. Si no tenemos todas las piezas, el pistón no va a funcionar. 
Eso es lo que está ocurriendo. 


Trato de hacer la descripción un poco más demostrativa para que se me entienda, porque si 
lo hablo técnicamente quizás no sepa expresarme. Por lo menos, lo hago de esta forma. 


Es con respecto a ese tipo de cosas de las que tenemos que estar pendientes todos los días, 
es decir, si determinado grupo cobró su sueldo, si va a cobrar el mes pasado o si ya lo cobró. No 
tendríamos por qué estar pensando en eso. Nuestra preocupación diaria tiene que ser estudiar la obra 
que estamos por tocar y prescindir de esas situaciones. Sin embargo, no es así. No es posible. 
Tenemos que estar controlando los trámites junto con algún otro funcionario administrativo para saber 
dónde está el vale, si fue para tal lado o si no fue. Esas cosas no tendrían que estar sucediendo. 
Repito, tendríamos que estar pensando en nuestra actividad concreta, artística. 


Si alguna vez en el año vamos a viajar al interior, hay que pensar en qué condiciones vamos a 
hacerlo, porque casi siempre hay problemas en su realización. A veces nos quedamos en el camino y, 
en otras oportunidades, no hay dónde cenar. Todas esas situaciones también suceden. Son todas 
cosas sencillas que tendrían que estar previstas, sobre todo cuando se viaja con una cantidad 
importante de gente. Quizás en otros tiempos podamos lograr que eso ocurra y que la Orquesta pueda 
hacer su gira en el norte del país una vez al año. La idea no es ir a Salto y volver, sino ir hasta allí y 
quedarnos, por lo menos, tres o cuatro días en esa zona, para también cumplir con las ciudades más 
cercanas; todo eso no es tan difícil de armar. Antes había un canal de televisión que le permitía al de 
Salto -que paga los impuestos, igual que el de acá- ver el concierto el sábado; sin embargo, 
actualmente no se puede ver. El Sodre fue perdiendo su calidad de difusor de la cultura. 


Reitero, esas cosas no son tan difíciles de hacer. Y no es por el dinero, porque el dinero en el 
Sodre pasa y hay mucho. Puedo decir que se está gastando en salarios, sólo en este primer piso, 
alrededor de US$ 400.000 anuales. Quizás ese monto sea un poco menor, pero no mucho, porque 
también el fiduciario cobra su porcentaje. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decirle a la delegación que, efectivamente, esos dos artículos que se 
mencionaron, uno para conservación de instrumentos, de $ 2:000.000, y el otro para perfeccionamiento 
técnico, quedaron incorporados. 


Está claro cuál es el problema. ¿Ustedes están proponiendo redistribuir los rubros del 
fideicomiso? 


SEÑOR SAAVEDRA.- No. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Otros rubros? 
SEÑOR SAAVEDRA.- Sí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, en el momento en que vengan las autoridades del Ministerio de 
Educación y Cultura vamos a plantear el problema, los escucharemos a ellos y luego estudiaremos un 


poco estas planillas, que tienen bastante información, para ver qué se puede hacer. En este momento 
estamos sencillamente escuchando a las delegaciones. 


Les agradecemos la información y nos pondremos en contacto. 
Muchas gracias. 


SEÑOR SAAVEDRA.- Nosotros agradecemos que nos hayan recibido y estamos a las órdenes de 
cualquier manera. 


(Se retira de Sala la delegación de la Orquesta Sinfónica del SODRE.) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 21 minutos.) 
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